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JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO. Magangué, Dieciocho (18) de diciembre de dos mil doce (2012).-

Procede el Juzgado a proferir la sentencia correspondiente contra los señores DARWIN QUINETERO MUEGUES, por los delitos de HOMICIDO AGRAVADO en concurso heterogéneo simultaneo con FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO y los señores JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA, por el punible de HOMICIDIO AGRAVADO, una vez finalizado el juicio oral en este asunto y no observándose causal de nulidad alguna que invalide lo actuado, y anunciado el sentido del fallo de carácter condenatorio.-

ANTECEDENTES FACTICOS Y PROCESALES 
El día 1 de enero de 2008, siendo aproximadamente las 22:00 horas, en el Corregimiento de Barrancayuca, jurisdicción del municipio de Magangué, miembros de la FUERZA DE TAREA CONJUNTA SUCRE, dieron muerte en supuesto combate a EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, conocido como CHINO PAYARES, oriundo de Sahagún Córdoba.
Miembros del Grupo de Investigaciones de Derechos Humanos del CTI de la Fiscalía General de la Nación, realizaron indagación por estos hechos, y concluyeron que la operación militar en mención para nada obedeció a una orden expedida con atención a las disposiciones legales y reglamentarias que gobiernan la acción del ejército nacional, por el contrario se trató de un proceder  delictivo en el cual miembros del ejército recurren a particulares para convencer y  trasladar a EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, conocido como el CHINO PAYARES, al sitio preconcebido que había acordado los militares que correspondía precisamente a la Finca Tranquilandia ubicada en el corregimiento Barranca de Yuca de Magangué – Bolívar, para una vez allí proceder a dispararle sin mediar provocación que justifique tal acción y seguir con una serie de actos tendientes a aparentar la ocurrencia de un combate o agresión de parte de la victima que nunca ocurrió.
En la audiencia de Imputación
 de cargos celebrada el 3 de agosto de 2011 ante el Juez Tercero Promiscuo Municipal con funciones de control de garantías de esta ciudad, la fiscalía le formuló imputación de la siguiente manera:

DARWIN QUINTERO MUEGUES, por el delito de HOMICIDO AGRAVADO, por las causales 4 y 7 del art.104 del C.P, en concurso heterogéneo simultaneo con los delitos de  PECULADO POR USO, consagrado en el Art. 398, CP y FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO consagrado en el Art. 286 del CP.

JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO, consagrado en el Art. 104 Num. 4 y 7 del C.P. y  PECULADO POR USO, contemplado en el art. 398 del C.P.
IVAN PEREZ ROMERO y JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA,  por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO, consagrado en el Art. 104 Num. 4 y 7 del C.P. 
Los mencionados procesados NO ACEPTARON los cargos imputados, imponiéndoles Medida de Aseguramiento consistente en detención preventiva, en Establecimiento Carcelario. 

El día 16 de noviembre de 2011, la Fiscalía Seccional No. 53 adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de Bogotá, formula Acusación
 en contra de de los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES,  JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA, por el punible de HOMICIDIO AGRAVADO, en calidad de coautores. Además se les acusó a los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES y JHON JAIRO BALVUENA  GUZMAN, por el delito de PECULADO POR USO y al señor DARWIN QUINTERO MUEGUES un tercer delito como fue la FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO.- 

La Audiencia Preparatoria
 se inicio el 13 de marzo de 2012, la cual fue suspendida, debido al impedimento de la señora Juez, por haber proferido ya dos condenas por aceptación de cargos contra otros procesados en estos mismos hechos, carpeta que fue enviada al Juzgado Promiscuo del Circuito de El Carmen de Bolívar, quien no aceptó el impedimento. El día 13 de junio de 2012, la Sala Penal del Tribunal Superior de Cartagena, declaró infundado el impedimento de la titular de este Despacho y ordenó devolver la actuación a este Juzgado Penal de Circuito. 

El 11 de septiembre de 2012, se continúa con la Audiencia Preparatoria
 y se señala fecha para dar inicio a la Audiencia de Juicio Oral. 

Este Juicio Oral se llevó a cabo en varias sesiones, iniciando el 1 de octubre de 2012 y finalizando el 28 de noviembre de 2012, con el sentido del fallo de carácter condenatorio por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO para los cuatros procesados, FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, para DARWIN QUINTERO MUEGUES y absolución por PECULADO POR USO a favor de los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES y JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN.  

INDIVIDUALIZACIÓN E IDENTIFICACIÓN DE LOS ACUSADOS
En audiencia de Juicio Oral, las partes, Fiscalía y Defensa, estipularon dar como probado todas aquellas pruebas que se aducirían con el propósito de determinar la plena identidad de los acusados IVAN PEREZ ROMERO, JHON JAIRO BALVUENO GUZMAN Y JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZ (Estipulación probatoria No. 5).-

Así, queda totalmente establecido que, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, se identifica con C.C. No. 12’435.669 expedida en Valledupar, natural de Valledupar – Cesar y  nacido el 22 de mayo de 1981, residente en el Barrio Centro, del municipio de Curumani, de ocupación soldado profesional del Ejercito, de estado civil unión libre, de grado de instrucción bachiller. 

Características morfológicas: Persona del sexo masculino, de estatura aproximada de 1,63, Grupo Sanguíneo y Factor RH B+, sin señales particulares.

IVAN PEREZ ROMERO identificado con C.C  No. 1.108.998.763, natural de Rovira – Tolima, nacido el 1 de noviembre de 1984, residente en la Finca Los Pinos vereda El Cedral, del municipio de Rovira – Tolima, de profesión soldado profesional del Ejercito Nacional, estado civil soltero, estudios bachiller.

Características morfológicas: Persona del sexo masculino, de estatura aproximada de 1.72, Grupo Sanguíneo y Factor RH A+, presenta cicatriz dedo de una mano. 

JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA, identificado con la C.C. No. 1.118.533.528, expedida Yopal – Casanare, natural de Yopal – Casanare, nacido el 14 de diciembre de 1986, residente en la Calle 41 No. 12-27 Barrio Fical (sic) del municipio de Yopal Casanare, de ocupación soldado profesional del ejército. 

Características morfológicas: persona del sexo masculino, de estatura aproximada  de 1,61, Grupo Sanguíneo y Factor RH O+, sin señales particulares visibles.- 

Si bien no fue objeto de estipulación la identificación plena de DARWIN QUINTERO MUEGUES, se encuentra plenamente demostrado que DARWIN QUINTERO MUEUGUES, se identifica con C.C. No. 5’092.754 expedida en Manaure - Cesar, natural de Manaure - Cesar, nacido el 2 de enero de 1984, residente en la Cra. 8 No. 2-67 en Manaure, de ocupación Cabo Segundo del Ejercito, viudo. Que fue el militar que tenía bajo su mando la operación DAGA -12, que para la fecha de los hechos  estaba vinculado a las Fuerzas militares de Colombia, Décima primera Brigada Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, tal y como se evidencia con las evidencias Números 17, 30 y 37 entre otras, introducidas válidamente a juicio por el ente Fiscal.-
ALEGATOS CONCLUSIVOS DE LAS PARTES

Agotada la aducción probatoria, se le concede, de conformidad con lo establecido en el artículo 443 del C. de P. Penal, el turno a las partes e intervinientes para que aleguen de conclusión.-

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN

El ente Fiscal, sostuvo que se cumplió con su teoría del caso, por lo que puede aseverar con toda seguridad que de la información transmitida por los medios de convicción han surgido suficientes conocimientos para condenar a los procesados, toda vez que existe conocimiento mas allá de toda duda acerca de la ocurrencia del delito y de la responsabilidad penal en cabeza de los acusados. Cumpliéndose, de igual manera los principios de pertinencia, admisibilidad, publicidad, contradicción e inmediación, contenidos en los artículos 375 a 379 de la ley 906 de 2004.

La Fiscalía, después de hacer un recuento de los hechos, considera que los acusados tenían conocimiento de la conducta punible de homicidio del cual resultare como víctima el señor EDWIN JOSÉ PAYARES BRAVO, por cuanto todo fue planeado, desde el Coronel LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, Comandante para ese entonces de la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre, quien dio apoyo al cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ para que junto con el cabo DARWIN QUINTERO MUEGUES organizaran todo lo necesario para presentar un resultado operacional, y con ayuda del soldado profesional ROBERTO CARLOS LOPEZ VEGA, quien le pidió la ayuda al señor DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ convenció y sacó de su vivienda al joven EDUIN JOSÉ PAYARES BRAVO supuestamente para trabajar en una finca, siendo entregado al soldado profesional LOPEZ VEGA, quiena su vez, se lo llevó y se lo entregó al Cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, quien fue el encargado de trasladarlo de ese lugar hasta el sector de Barranca de Yuca, zona rural de la población de Magangué, y allí se lo entregó a su vez al cabo  DARWIN QUINTERO MUEGUES quien comandaba la patrulla militar Compañía Daga 12, que instantes después procedió a dispararle al joven payares bravo quitándole la vida.

Afirma el ente acusador, que el homicidio de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, se encuentra probado, con el Acta de Inspección a Cadáver, practicada por servidores del CTI de Magangué,  el día 2 de enero de 2008, documento en el cual se dejó constancia del lugar de los hechos, las evidencias halladas, como fueron las condiciones en que se encontraba el cuerpo sin vida, una pistola, un proveedor para la pistola, un cartucho, reportando este occiso como NN, pero posteriormente fue identificado como EDWIN JOSE PAYARES BRAVO por parte de los miembros del CTI de la fiscalía y reconocido por la familia. 

Advierte la Fiscalía, que las Evidencias encontradas, fueron fijadas fotográficamente, embaladas, observando todos los protocolos de cadena de custodia y posteriormente fueron remitidas para los estudios correspondientes, no se encontraron documentos que identificaran en ese momento a la víctima, además de ello la diligencia fue registrada en los formatos correspondientes. Documentos que fueron incorporados en el juicio con los testimonios de MARGARITA MEJIA VILLEGAS, FREYS LUIS LAZCANO ROCHA, Servidores del CTI. 

Agrega, la Fiscalía, que la muerte de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, igualmente, se encuentra probada con el acta de Defunción, la cual fue objeto de Estipulación Probatoria. De igual forma con el Informe Pericial de Necropsia, suscrita por el Médico Forense ARGEMIRO MARTINEZ GARCÍA, en donde se plasmó las heridas y la causa de la muerte. La Fiscalía, aclara en sus alegaciones, que el médico forense, explicó las situaciones que se presentaron durante el proceso, por lo que el médico dudò sobre el informe de necropsia, en especial respecto a la lesión No. 3, si era orificio de entrada o de salida. 

En cuanto a la responsabilidad penal de los acusados, la Fiscalía afirma, que la calidad de militares de los acusados y el hecho de que pertenecían a la Fuerza De Tarea Conjunta Sucre, para la fecha de los hechos, está demostrada a través de la propia presentación de los acusados en las audiencias, además con los diferentes documentos militares, como fueron, la solicitud de felicitación, los informes que presentó el señor DARWIN QUINTERO MUEGUES como Comandante de DAGA 12. Igualmente, afirma, que la identificación de los procesados IVAN PEREZ ROMERO, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN y DE JOSE WILIGNTON ORTIZ DAZA, se encuentra debidamente acreditada, máxime cuando fue objeto de Estipulación Probatoria No. 5. En cuanto al señor DARWIN QUINTERO MUEGUES, aparece en las distintas presentaciones y además en la solicitud de felicitación con el número de cedula 5.092.794.

Luego que la Fiscalía, hiciera una relación las pruebas allegadas y practicadas en juicio, respecto a la participación de los procesados, como fueron el Listado Personal, la cual corresponde a la Estipulación Probatoria No. 1, las evidencias  incorporadas a través del testimonio del investigador OSCAR LEON RAMOS, las pruebas testimoniales, de los señores LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, DANIEL GUERRA RUIZ, ANTONIO PAYARES VEGA, LIBIA DORA SANCHEZ DOSMAN, ANA BERSUT PINTO TAPIAS, JOEL MOYA BLANDO, MARGARITA MEJIA VILLEGAS, FREY LASCANO,TERESA DE JESUS DIAZ HERRERA, las pruebas  documentales y periciales, demostraron que este caso, se trató de uno más de una ejecución extrajudicial; considera que  existió la planeación del hecho por parte de los militares, la consecución de los elementos que le colocaron a la víctima (arma, granada, proveedor) existe la víctima, el reclutador civil, el reclutador militar, el transporte de la víctima hasta el lugar previamente establecido donde sería ultimada, la entrega de la víctima a la patrulla militar, luego la muerte de la víctima, y su posterior presentación como un resultado operacional, la felicitación y el permiso que fueron concedidos en forma inmediata. Estas son las características típicas que identifican las ejecuciones extrajudiciales que señala la Comisión Interamericana De Derechos Humanos, según la Fiscalía.

Es por todo ello, que solicita la Fiscalía sentencia condenatoria de la siguiente forma: Para DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILINTON ORTIZ DAZA como coautores de la conducta punible de homicidio descrita en el art. 103 del código penal agravado por las causales cuarta y séptima del artículo 104 ibídem siendo víctima EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, y para DARWIN QUINTERO MUEGUES como autor del delito de falsedad ideológica en documento público en concurso homogéneo y  heterogéneo con el delito de homicidio, delito descrito en el artículo 286 del Código Penal.
Al concluir, la Fiscalía hizo un análisis de las pruebas de la defensa, como fueron el testimonio del Investigador  GUILLERMO SINISTERRA MANCILLA, JOSE DIDIER HERRERA ALAPE, GILDARDO PORTELA ZABALA y de la sicóloga ANDREA GERRERO ZAPATA, considera que estos testimonios no afectan de ninguna manera su teoría del caso, y reitera su petición de condena a los cuatro procesados.

En réplica a los defensores, el ente investigador, precisa, que existe el nexo causal entre la persona que desapareció el 1 de enero de 2008 en Sahagún y la persona que resultó muerta ese mismo día en horas de la noche, esto demostrado con las pruebas traídas a juicio, igualmente apunta, que no es posible que se hubiera dado un combate ya que no hay equilibrio entre las armas utilizadas por los soldados y la utilizada por la víctima.

Agrega, que el testimonio de Toledo no refuta lo que dijeron sus procesados, pro cuanto, los procesados no declararon en este caso y no existe un testimonio que pueda contrastar lo que dijo el señor Toledo, considerando el ente fiscal, que  el señor Toledo mintió cuando se inventó unos episodios que no se compadece con la realidad probatoria. 
Por último responde, a los alegatos de la Defensa, respecto a la cadena de custodia, advirtiendo, que esta se da para las evidencias mas no para los estudios periciales. 

VICTIMA

No estuvo presente en la diligencia en la que las partes alegaron de conclusión.

MINISTERIO PÚBLICO 

El agente del Ministerio Público, luego de hacer un relato de los hechos, afirma y sostiene que los procesados obraron de manera dolosa, pues el fin propuesto era el de opacar la vida de EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, ya que entre los actuantes habían acordado como cometer el hecho sucedido y con ello el vínculo necesario que debía existir entre lo querido conscientemente por los acusados y el resultado obtenido como consecuencia precisamente del comportamiento cuando se obró contrario a derecho y es por ello que todo el compendio probatorio brinda suficientes elementos de juicio que comprometen a los acusados con el hecho investigado del cual fue víctima por el delito de homicidio agravado el señor Payares Bravo. 

Sostiene el representante del Ministerio Público que esta clase de delito tiene un alto impacto social, pues quebrantan significativamente valores de relevancia individual y colectiva, lo cual con ello desestabilizan el orden constitucional vigente, razones estas que constituyen de manera suficiente una justificación para solicitar a se emita sentencia condenatoria a los encartados por el delito descrito en el capítulo segundo del homicidio articulo 103 y siguientes. 

Solicita que sean compulsadas copias para que sea investigado por el delito de falso testimonio, descrito en el artículo 442 modificado por la ley 890 del 2004 art. 8, contra LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ por el testimonio rendido en sesión de audiencia del juicio oral el día 6 de noviembre del 2012, en el que varió sustancialmente lo dicho con anterioridad en testimonio recepcionado por la Fiscalía General De La Nación.

Dr. ISMAEL VALVERDE AYAZO EN DEFENSA DE LOS SEÑORES JHON JAIRO BALVUENA GUZAMN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA 

Inició su intervención manifestando que los señores JOHN BALVUENA, IVAN PEREZ Y JOSE WILINTON ORTIZ son inocentes, pues ellos hacían parte de la escuadra que la noche del 1 de enero del 2008 respondieron unos disparos de hostigamiento.

Sostiene el defensor que las pruebas practicadas y traídas por la Fiscalía no conducen a demostrar la responsabilidad de los acusados, estas no refutan y no desvirtúan el dicho de sus prohijados. Igualmente, considera este togado, que el testimonio de Luis Aleandro Toledo no refuta lo dicho por sus prohijados en la etapa investigativa. Así las cosas, afirma que debe prevalecer el principio de inocencia, porque la persona que disparó e hizo un solo tiro fue Valbuena, los demás no les dio tiempo de disparar.

Alega el defensor que después de practicadas las pruebas, se presentan dos escenas, una cuando la tropa escuchó unos disparos y reaccionaron, y la otra la extraída del testimonio de Luis Aleandro Toledo, testigo de la fiscalía, quien relata con pormenores los detalles,las circunstancias antecedentes, concomitantes y posteriores en que dio de baja de manera extrajudicial al señor Edwin Payares. 

Señala, que existe atipicidad en la conducta desplegada por Valbuena, Pérez y Ortiz, por cuanto,  no es posible imputar jurídicamente a sus apadrinados,  el resultado fatal de la muerte de Edwin Payares, cuando esta fue causada por un tercero.

El señor defensor, luego de tomar cada una de las pruebas presentadas  por la Fiscalía,  realiza una crítica, a las que considera, que los investigadores MARGARITA MEJIA Y FREDY LASCARRO (sic),  y de la perito ANA DE JESUS PINTO TAPIA (sic), no respetaron las cadenas de custodias, por lo que considera, que tanto, el arma, vainilla y la camisa, pudieron ser manipuladas, igualmente, considera que  no existe certeza del lugar de los hechos, por cuantos estos investigadores no llevaron aparatos para fijar con certeza el sitio de los hechos, presentándose errores en los planos topográficos, y del lugar de los hechos. Y en cuanto al testimonio de Joel Noya, considera que solo realizó un diagrama de trayectoria balística, por cuanto plano topográfico estaba errado, además critica, en el sentido, que no realizó la diagramación en cuerpo. 

En cambio resalta, que con los peritos de descargos, como fueron JOSE DIDIER HERRERA Y GILDARDO PORTELA, se pudo demostrar que cualquier error que en que se incurriera en el análisis topográfico de un terreno, necesaria y obligatoriamente incide en un estudio de la trayectoria; al igual, queel anillo de contusión se presenta en el orificio de entrada, sin lugar a refutarlo. Agrega que con el testimonio de Libia Dora Sánchez y con la  evidencia No. 13, se corrobora con lo expuesto por el señor Toledo, en cuanto que la víctima accionó su arma para hostigar. 

Advierte el togado,  que existe modificación de las pruebas presentadas en la preparatoria a la fecha del juicio, porque no se descubrieron la totalidad de las pruebas, toda vez que la perito topógrafa de la Fiscalía presentó a juicio unas fotos que no fueron descubiertas. 

Considera que el testimonio de Antonio Payares Vega, padre víctima, Teresa de Jesús Díaz Herrera, no aportan nada  a las circunstancias específicas, solo que era desmovilizado.

Señala la defensa, que el testigo de la Fiscalía Luis Fernando Borja, no quiso contestar ciertas preguntas, fue retirado por sus superiores, en su testimonio se limitó hablar del mayor Orlando Céspedes.

En lo que respecta a la declaración del médico Argemiro Martínez, con el que se incorporó la evidencia No. 6 y 34,  considera, que es un testimonio manipulado, por cuanto, no es creíble, para el señor defensor, como un médico con tanta experiencia pueda dudar de su experticio, como para no tener certeza que una herida fue de entrada o de salida.

Arguye la defensa, que en este caso la ejecución extrajudicial no fue cometida ni por la tropa ni por sus apadrinados, trayendo a colación una jurisprudencia,  que señala que solo hay uno o dos que conocen, pero tienen que saber todos porque ellos lo llevan como gancho ciego, la gran mayoría de ejecuciones extrajudiciales tenían dos o tres conocimiento, entonces tiene que demostrarse que los demás tenían conocimiento que se iba a realizar una ejecución extrajudicial, cosa que no se demostró las diferentes versiones, evidencias y testimonios, ya que los procesados no tienen  por qué saber de las órdenes que le imparten por radio. 

Considera el togado, que el testimonio de Luis Aleandro Toledo, es coherente y coincide con los testimonios de Daniel Guerra, Teresa de Jesús Díaz, Guillermo Sinesterra  y con el dictamen balístico, no mostrando duda ni contradicciones,  es claro en su versión, esta coincide con los disparos que tiene la víctima, explica incluso, porqué él ahora relata algo diferente. 

En cuanto al experticio de la Dra. Andrea Guerrero, según la defensa, se pudo demostrar que el testimonio de BORJA no fiable, no solo presenta contradicciones sino también dudas al momento de rendir sus testimonios disminuyendo la coherencia del relato. 

Concluye su intervención manifestando que sus clientes son inocentes, trayendo a colación una jurisprudencia, para señalar que los acusados hacían parte de una tropa, que sus disparos hacen parte del riesgo permitido o admitido pero no ocurrió el suceso fatal porque la victima tristemente no fue ultimada por disparos de la tropa, sino por los disparos del señor Luis Aleandro Toledo y en el presente juicio, no existe una prueba que refute lo contrario. Por lo tanto, afirma, que la Fiscalía no demostró su teoría del caso y con las pruebas que incorporó, no logró demostrar o desvirtuar el testimonio del cabo Toledo, por ello sus defendidos no han cometido conducta ilícita no se le puede establecer ese nexo causal, entre ellos, por lo tanto, considera que la conducta de sus apadrinados, incluyendo la de QUINTERO es atípica.

Haciendo uso de su derecho de réplica, este defensor, se sostuvo que no existe el nexo causal entre la conducta desplegada por sus defendidos y la muerte del señor Edwin Payares, por cuanto en el desarrollo del juicio se pudo establecer con las evidencias y las pruebas testimoniales que el señor Edwin Payares no murió por los disparos de sus prohijados y en general de la tropa, sino que se encuentra demostrado que el señor Edwin Payares falleció a manos del testigo de la fiscalía el cabo Luis Aleandro Toledo.

Sostiene la defensa en cuanto a la alusión que hizo el fiscal del arma es evidente que el arma es una pistola 7.65 si partimos del hecho de que una pistola calibre 22 puede ocasionar la muerte de una persona, con mayor razón un calibre 7.65, esta arma es de defensa personal. 

Dr. HUMBERTO GARCÍA  EN DEFENSA DEL SEÑOR DARWIN QUINTERO MUEGUES

Inicia su intervención manifestando, que en la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre se venía presentando ejecuciones extrajudiciales, anotando que ninguna de las personas, que conformaban “la maquina asesina de la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre” vinculan a su apadrinado, como participe o conocedor de estos hechos.

Sostiene la defensa que el coronel Borja, en su testimonio nunca señaló al señor Darwin Quintero hacía parte de esa “maquina asesina”, este testigo descarga su responsabilidad en el coronel Hernando Rodríguez, Céspedes, manifestó que al señor Quintero no lo conocía porque tenía a su disposición alrededor de 600 hombres, para llegar a este contubernio tiene que haber una amistad, un lazo una afinidad entre la persona que comanda la escuadra, y en el presente caso, afirma, que no se demostró por parte de la fiscalía, si estas personas recogían dinero, la cantidad o a quienes le deban el dinero los soldados. 

Para este Defensor, la fiscalía amarra su proceso con el cabo Quintero y los soldados Iván Pérez, John Ortiz y  Balvuena,  tratando de demostrar que había una afinidad entre el cabo Toledo y el cabo Darwin Quintero, quienes se habían puesto de acuerdo para hacer este falso positivo, pero cuando el señor Toledo rindió su testimonio fue enfático al afirmar que jamás se reunió con el señor Quintero, que él no participó en el  falso positivo del 1 de enero de 2008 del cual falleció el señor Edwin Payares, y fue explícito desde el momento en que lo entregan hasta el momento que lo ejecutó.

 Los acusados pensaron que había un combate, nunca pensaron que era el señor Toledo quien le había disparado al señor Edwin Payares, siempre pensaron que habían sido ellos, en base a que era de noche y disparan al sentido de los disparos, se sintieron agredidos y reaccionaron, por ello tenía el cabo Quintero como jefe de la escuadra reportar este hecho.

Alega, que cuando llegó el primer respondiente, éste no hizo lo correcto, en aras de encontrar las vainillas de la fuerza pública  y de las otras pistolas, por lo tanto, considera que la actuación del primer respondiente no fue completa. 

Critica, el testimonio del médico ARGEMIRO MARTINEZ, al considerar que ningún médico legal deja dudas en su informe, ni en homicidios por rastros de balas, ni en los delitos sexuales que son más difíciles de demostrar. Por lo tanto, el doctor Argemiro Martínez dudó y manifestó que el balístico respondería, cuando al momento de los hechos era él quien tenía el cadáver enfrente, y el perito balístico dos años después. 

La defensa sostuvo que no era cierto como lo argumentaba el Fiscal, que la señora Margarita Mejía conocía el sitio porque trabajaba en la zona de Magangué, porque era la primera vez que esta señora salía para esa región, no la conocía, no había ido con anterioridad. También se demostró la coacción del testimonio de Luis Aleandro Toledo, persona con la que la fiscalía trató de demostrar la participación en el hecho de los acusados, al mando del cabo Quintero, el testimonio de Teresa Herrera fue coherente en la forma de que el chino salió del municipio de Sahagún  el 1 de enero, sacado por su compañero Guerra, entregado a López  y después a Toledo.

Para la defensa la señora Ana Berzut, topógrafa, en su informe recoge la información dada por la investigadora Margarita Mejía, pero resulta que ese informe no estuvo completo, no se fijaron los puntos, sino solo una fotografía y con una fotografía dos años después se va al sitio de los hechos, y con base en esa fotografía se reconstruyeron los hechos.

Sostiene la defensa que la reconstrucción no se realizó en el lugar de los hechos, porque las coordenadas no estaban bien, por ello el perito Joel Noya no puede determinar cómo fueron los disparos. La Fiscalía amarra su teoría del caso, en el hecho de que fue una ejecución extrajudicial porque fue matado a mansalva, cosa que quedó desvirtuado con el testimonio del señor Toledo manifiesta que disparo por delante.

Según la defensa, lo dicho por el señor Gustavo Martínez no es creíble dado que al estar ubicada esta población a las orillas del rio, era en su momento zona de las autodefensas, FARC, los helenos y demás grupos de delincuencia común. 

Para la defensa, la fiscalía no logró demostrar la participación de Darwin Quintero ni la de los demás acusados en el hecho que se investiga, es más la Fiscalía en sus mismos alegatos hace un esguince al testimonio de Toledo, pide que no se le crea porque es falaz y mentiroso. 
Señaló la defensa que su testigo DIDIER HERRERA demostró en tiempo real las variantes que tenía con un segundo, dos segundos, un grado, un minuto, que le cambiaban la posición tanto al occiso como al agresor o los agresores y que estábamos en un sitio y cambiábamos un minuto o un segundo o un grado estábamos en otro. Sostiene la defensa que se cometieron errores procedimentales desde el primer día que llego la investigadora Margarita Mejía que fue la persona que los llevò a la  reconstrucción de los hechos.

 El balístico de la defensa, para este togado,  es claro en manifestar que la herida que tenía de frente fue de entrada, que no se encontró el proyectil porque el disparo hace un recorrido y queda en algunos órganos. 

Considera la defensa que este caso es un falso positivo pero contra los procesados y así afloró con el testimonio del señor Toledo, quien tiene la verdad absoluta de estos hechos, porque el señor Borja quien era la cabeza principal manifestó pregúntele a Toledo, al mayor Céspedes o a Rodríguez, pero hasta ahí no aseveraba nada.

Por lo anterior considera la defensa que no hay pruebas contundentes para condenar a los procesados por un homicidio que no cometieron, que cometió el señor Toledo, reconocido por él, condenado por ello, lo mismo que el coronel Borja como cabeza visible de esta máquina, ni Falsedad Ideológica. No se puede endilgar responsabilidad al cabo Darwin Quintero ni a los demás soldados de una responsabilidad que no tienen por qué echarse la culpa. Para la defensa en el presente caso quedaron una cantidad de dudas, estas deben favorecer a los reos.

Concluye su intervención solicitado se emita sentencia absolutoria, toda vez que ellos reaccionaron a un hostigamiento del que fueron víctimas y pensaron que habían dado de baja al señor EDWIN PAYARES, cuando no fue así, porque la persona que le disparó fue el cabo Toledo. En vista de lo anterior considera la que en el delito que se le imputa hay antijuridicidad formal y material, y en la falsedad ideológica hay un error de tipo pues reportaron un combate que ellos pensaban que había sucedido.

En su derecho de réplica el togado de la defensa sostiene que el médico forense fue claro en su informe y no genera dudas. Sostiene además que su defendido reportó el muerto porque ellos pensaron que había fallecido en un combate.   

FUNDAMENTOS JURÍDICO - PROBATORIOS DE LA DECISIÓN

Analizaremos en este aparte, los presupuestos sustanciales que para condenar manda tener presente el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, en cuyo tenor literal podemos observar que exige para el proferimiento de una sentencia condenatoria el conocimiento mas allá de toda duda razonable, acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado,  en ese orden de ideas, se pasará al análisis de los elementos del tipo penal  como es la Tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, que deben quedar plenamente demostrados para concluir en fallo adverso a los intereses del acusado, pues ante la falta de uno de esos ingredientes del delito, o ante la duda, deberá  absolverse de cargos.-

Si bien,  este despacho judicial como ya lo hizo público, fue convencido en juicio fáctica y jurídicamente, que sí se encuentran reunidos a cabalidad los presupuestos sustanciales para proferir en contra de los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA, sentencia condenatoria como coautores responsable de la conducta punible de Homicidio Agravado y el señor DARWIN QUINTERO MUEGUES, en concurso con Falsedad Ideológica en Documento Pública. Se hace necesario, entrar a valorar los medios de persuasión en forma conjunta, examinando su origen, contenido y mérito probatorio que se otorgue a cada uno, siempre siguiendo las reglas de la sana crítica, con respaldo en la lógica, la experiencia y el buen sentido, tal como lo enseña el artículo 372 de la misma obra.-
T I P I C I D A D

Tenemos que uno de los delitos por los cuales fueron acusados los señores DARWIN QUINTERO MUGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO y JOSE WILLINGTON ORTÍZ DAZA, es el de HOMICIDIO AGRAVADO, el cual se encuentra consagrado en nuestro estatuto represor, Libro Segundo, Titulo I Capítulo Segundo, Art. 103 que dispone “El que matare a otro …” Agravados por los numerales 2 y 7 del Art. 104 que a la letra dice: “La pena será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere… 4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o  fútil… 7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”. Penas estas que deberán aumentarse en su quantum de conformidad a lo establecido en la Ley 890 de 2004, art.14.-

El segundo de los delitos formulados en contra del señor DARWIN QUINTERO MUEGUES Y JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, es el PECULADO POR USO, consagrado en Art. 398, Título XV Capítulo Primero del Código Penal, que a la letra dice: “El servidor público que indebidamente use o permita que otro use bienes del Estado o de Empresas o Instituciones en que éste tenga parte, o bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá….”
Por último el señor DARWIN QUINTERO MUEGUES fue acusado por el delito de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO, contemplado en el Título IX, Capítulo Tercero, Art. 286 de nuestro Estatuto Penal, que dispone: “El Servidor Público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, incurrirá…”. 
En ese orden de ideas analizaremos cada uno de las conductas punibles por las cuales fueron acusados los procesados, con el fin de determinar si las mismas se adecuan a la descripción típica.  


HOMICIDIO AGRAVADO

Con relación al reato de Homicidio, tenemos que en el sujeto activo no se exige ninguna cualificación, puede ser cualquier individuo, igualmente sucede con el  sujeto pasivo, puede ser cualquier persona, agravándose la conducta por  haberse cometido por motivo abyecto o fútil y colocando a la victima en estado de indefensión o aprovechándose de tal situación,  lo que indica que son unas personas que no tienen  el mínimo respeto por la vida de sus semejantes, por lo cual merece mayor sanción y reproche, debido a que viola las más elementales normas de convivencia. 

Esta conducta, exige la vida como atributo del sujeto pasivo en el momento de su consumación, y su muerte efectiva como consecuencia de la acción. El verbo rector “matar” significa quitar o segar la vida, supresión de las funciones vitales, y por lo general se concreta en la cesación definitiva de las funciones básicas del hombre vivo. El homicidio es la muerte de un hombre cometida injustamente por otro hombre. 

La prueba acopiada apunta a demostrar de manera inequívoca la existencia del delito de homicidio, previsto en el art., 103 del Código Penal, al contarse con el formato de  Acta de Inspección Técnica a cadáver
, la cual fue introducida a juicio por la investigadora del CTI MARGARITA MEJIA VILLEGAS, el Informe Pericial de Necropsia
 suscrito por el médico forense Dr. ARGEMIRO MARTINEZ GARCÍA, en la que se deduce que  el joven EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, “…FALLECE POR SHOCK NEUROGÉNICO DEBIDO A LACERACIÓN CRÁNEO ENCEFÁLICA POR PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO”, presentando múltiples heridas por proyectil de arma de fuego en diferentes partes del cuerpo: “FRACTURA CONMINUTA PARIETOCCIPITAL, LASCERACIÓN Y CONTUSIÓN HEMORRAGICA CEREBRAL, HERIDA EN ESTOMAGO, HERIDA EN ARTERIA MESENTERICA, HEMOPERITONEO  Y HEMOTORAX”, elemento que fue debidamente introducido  y ratificado en juicio por parte del médico forense.

Se cuenta además con las evidencias introducidas por el Investigador OSCAR LEON RAMOS, y que corroboran la materialidad del punible de Homicidio, como fueron los Informes suscritos por el Cabo Segundo DARWIN QUINTERO MUEGUES, de fecha 3 de enero de 2008, en la que da cuenta de la muerte de una persona
, en la que le informa a sus superiores: “Por medio del presente me permito informar al señor Teniente GOMEZ BENITEZ WILSON Comandante de la Compañía DAGA los hechos ocurridos el día 01 de Enero del presente año, cuando me disponía a realizar un patrullaje ofensivo dentro de la Misión Táctica DESIERTO 98 enmarcada en la OPERACIÓN EXCALIBUR, sobre el área de BARANCA (sic) YUCA Municipio de Magangué Bolívar”. En igual sentido se dejó consignado en el informe de patrullaje de la misma fecha. 
Igualmente, se cuenta con la Declaración del señor ANTONIO MARIA PAYARES, padre del occiso, quien a la vez realiza el reconocimiento del occiso, el Acta de Defunción de quien en vida respondía al nombre de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, elementos éstos que fueron objetos de estipulación probatoria (Estipulación No. 2, 3 y 4). 
Por todo lo anterior, se encuentra demostrado en autos, que la muerte del señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, se produjo por heridas que le comprometieron partes vitales del cuerpo ocasionadas por impacto de proyectiles con arma de fuego, por parte de miembros de las Fuerzas Militares de Colombia – Fuerza de Tarea Conjunto Sucre. Conducta que encaja perfectamente en el tipo penal de HOMICIDIO. Ahora bien, para el Despacho no hay duda  sobre la muerte del señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, así como que su deceso se produjo el día y hora de ocurrencia de los hechos que son materia de esta investigación, por ende atenidos a que el tipo penal no describe sólo la causación material de un resultado (la muerte en este caso), sino que con fundamento en el artículo 29 de la C.N., impone un derecho penal de acto, en donde el dolo como elemento subjetivo de la acción tiene necesariamente que pertenecer a la Tipicidad, pues ni se describen comportamientos mecánicos o causales, sino conductas con sentido, acontecimientos dirigidos u orientados por la voluntad del hombre y que en la acción dolosa el autor quiere el resultado típico desde antes de actuar, la fase subjetiva preexiste a la fase objetiva, el dolo tiene como objetivo central la ejecución de un hecho tipificado. 

La tesis de la Fiscalía es que la muerte de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO obedeció a una muerte ilegitima por parte de miembros de las Fuerzas Militares de Colombia -Tarea Conjunto “Sucre”, mientras que para la defensa, quien inicialmente presentò la hipótesis de que todo obedeció a un combate a un hostigamiento que llevaron a sus defendidos a reaccionar a un enfrentamiento, que sus defendidos creyeron tener  y que lastimosamente dejó como resultado la muerte del joven PAYARES BRAVO, en los alegatos de conclusión además de la tesis inicial, presentaron como una segunda tesis o hipótesis, para reclamar la inocencia de sus defendidos,  basados en el testimonio de LUIS ALEANDRO TOLEDO, al considerar que este testimonio no refuta las versiones de sus apadrinados, quien declaró en juicio, afirmando ser el responsable de la muerte de EDUIN JOSE PAYARES.
Los medios probatorios allegados al proceso, de manera legal, regular y oportuna, permiten a este Estrado Judicial arribar a la certeza de la materialidad o existencia de la conducta punible y la responsabilidad del procesado.

En el caso que nos ocupa, la Fiscalía trajo al escenario al Teniente Coronel Retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, quien afirmó que la muerte del joven EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, era un muerte extrajudicial, que si bien no dio la orden, tuvo conocimiento de los hechos, de las extralimitaciones que acaecían al interior de la Fuerza Tarea Conjunta Sucre, que en el caso en estudio se enteró y para legalizar la muerte, él como Comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre, firmó las ordenes operacionales, aceptando que en las mismas se plasmaban informaciones falsas. Igualmente afirmó que el reclutador militar era el Cabo Toledo, el Sargento Romero, el soldado López, el soldado Contreras,  quienes se encargaban de buscar a las víctimas y entregárselas al comandante de patrulla: “…estos hechos yo conocí, estos hechos después de que sucedieron que había sido una muerte extrajudicial, y como lo dije desde un principio en la primera declaraciones ante la Fiscalía estos hechos, dije que estos hechos tuvieron que haber sido planeados por el Comandante del componente Ejercito que era el Mayor Céspedes Escalona, que estos hechos no, estos hechos de muerte extrajudiciales no, no se planeaban de la noche a la mañana, el Mayor Céspedes Escalona los planeaba con antelación, con cinco días, ocho días de antelación, y tenía que tener el aval de unas personas que él manejaba directamente que yo también conocía, pero que él los manejaba directamente que era el Cabo Toledo, el Sargento Romero, el Soldado López, el soldado Contreras que eran los que con él conseguían las víctimas, las armas, y se las llevaban a las patrullas, y con el aval del comandante de la patrulla y en este caso del Cabo Quintero, pues hicieron y se realizaron estas muertes extrajudiciales, eso fue lo que yo conocí”. 

Es decir, que el Comandante de la Patrulla, tenía conocimiento, en este caso, el Cabo Segundo DARWIN QUINTERO MUEGUES, quien se desempeñaba como Comandante de la Patrulla DAGA12, tenía pleno conocimiento, toda vez que en la planeación, tenían que tener el aval del comandante de la patrulla, quien en ultimas esa quien le entregan la victima para que procedieran a asesinarla y así fingir un falso combate. 

Versión que fue corroborada con la declaración del señor DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ
, quien bajo la gravedad del juramento afirma que le entregó la victima EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, a un soldado miembro de la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, como fue al soldado profesional ROBERTO CARLOS LOPEZ VESGA , a quien lo conocía por ser del mismo barrio: “porque el llegó,  me pidió el favor pues se acercò a mi y me dijo que estaba necesitando unos pelaos para cuidar una finca en Sucre, Bolívar, Sampués, Sincelejo y otras partes pero entonces me decía que tuviera conocimiento de armas o que fueran desmovilizados…, posteriormente señaló: “se lo llevó el 1 de enero de 2008…. En horas de la mañana…. Y agrega “ pues ese día yo estaba en mi casa llegó ROBERTO CARLOS LOPEZ VESGA y preguntó por mi  casa yo estaba en la esquina, me buscó y me encontró en la esquina, y me pidió el favor que se lo trajera y que quien era el pelao, yo fui y se lo traje y ( ) ah yo primero llegué a  la casa del papa y me dijo que no estaba, que estaba en la fiesta era un 31 de diciembre antes que se lo llevaran y hable con el pues le dije como era y el me preguntó que si cuanto pagaban que que iba hacer, yo le dije, pues hermano me están diciendo que para cuidar una finca, no se más nada, se que están pagando entre 500 a 600 mil pesos  mensuales … el se embarcó en la moto, porque Roberto Carlos López Vesga llevó una moto HONDA X … honda 125 roja con negro,  me la prestó y yo la fui a buscar y el me espero en una esquina antes de mi casa, y cuando lleguemos ahí, el habló con ROBERTO CARLOS, más no se de que hablaron, el pelao no tenía tenis, Roberto Carlos López le dijo ya espérame aquí que voy a buscar unos tenis, le trajo unos tenis, no tenía camiseta y yo le preste una camiseta negra con letra blanca y de ahí se lo llevó vía (Las granadas) que sale a la unión sucre(15:25) 

Demostrándose que fue este señor, la persona que sacó a la victima de su vivienda, aduciendo que iba a trabajar en una finca, asegurando que no tenía conocimiento como terminaría este testigo,  coincidiendo esta versión con lo señalado con el padre de la victima, quien de igual manera declaró en el juicio oral. Testigo que para el despacho es creíble, pues no encuentra motivo alguno para considerarlo mentiroso y, aún más cuando no pudo la Defensa controvertir con otro medio probatorio este testimonio. Hemos de tener en cuenta que en estos momentos no se está investigando la posible coautoría o participación del señor DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ en los hechos que son objeto de este pronunciamiento, o si era sabedor y conocedor pleno de la clase de hechos que se iban a cometer con el hoy occiso, y si a este lo buscaban para realizar extorsiones como lo afirma la defensa en sus alegatos de conclusión. 

Ahora bien, si tanto el señor GUERRA RUIZ, como la victima eran consciente que participarían en un delito de extorsión, es algo que no solo no se probó, sino que no guarda relación con el hecho que hoy llama nuestra atención, pues está probado que la muerte del joven no obedeció a ningún tipo de ataque, sino a una ejecución a sangre fría. 
Trata la defensa desacreditar el testimonio del señor LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, considerándolo como un testimonio no creíble, soportando su afirmación con el testimonio de la Psicóloga Jurídica y Forense, ANDREA GUERRERO ZAPATA, quien rindió Informe Pericial
 y declaró en juicio, afirmando esta perito que en las declaraciones de LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, se observan inconsistencias entre cada uno de los relatos, rendidos por  BORJA ARISTIZABAL, lo que  disminuye así la credibilidad del mismo, pero se le olvidó a la defensa, que no introdujo a juicio ningún elemento probatorio que demuestre que el testigo LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL,  padezca de algún tipo de trastorno psicológico, que impidiera la valoración probatoria de su testimonio, es de advertir y así lo ha señalado la H. Corte Suprema de Justicia, que un testigo se desacredita por su contenido, más no por las condiciones del testigo, amén que la pericia practicada tuvo como base el contenido de unas declaraciones que no formaron parte de los anexos del dictamen, no fueron introducidas a juicio, por lo tanto, se desconoce el contexto dentro del cual se rindieron, así como las condiciones en que se rindieron las mismas, así como la calidad en que rindió las mismas: indagado, testigo, versante y si de ellas se obtuvo como resultado alguna clase de negociación con la Fiscalía, o si las versiones a que se refiere la perito tienen alguna clase de relación con los hechos que aquí se investigan.
Así las cosas, para esta agencia judicial, este dictamen, no tiene la potencialidad de desacreditar el dicho del testimonio del señor LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL. Vuelve y se repite, para el Despacho el testimonio del señor BORJA ARISTIZABAL, es claro y contundente al señalar que por su condición de Comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta tenía conocimiento de la realización de los hechos delictivos realizados al interior, entre ellos el que dio como resultado la muerte del joven EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, y guardó silencio, es decir avaló la realización de los hechos muy a pesar de tener pleno conocimiento de su carácter ilegal.   
Ahora bien, acatando que la acusación versa sobre la causal de agravación punitiva descrita en los numerales 4 y 7 del artículo 104 del Régimen de las Penas, cabe señalar que se encuentra demostrado en el proceso, que la conducta del procesado se realizó por motivo abyecto o fútil, al segar una vida de otra persona por el simple afán de dar resultados operacionales, y a cambio de ello se hicieron merecedor los procesados de un reconocimiento, situación ésta acreditada con la evidencia No. 36 de la Fiscalía “Acta que concede permiso de 21 días a los soldados profesionales de la Escuadra DAGA 12 del Batallón de Contraguerrilla No. 110 “ y la solicitud de Felicitaciones firmado por el Comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta “Sucre” LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, evidencia rotulada con el No. 37, elementos que fueron introducidos con el testimonio del Investigador del CTI, OSCAR LEON RAMOS
.  
La Fiscalía además de la anterior causal, le atribuye la causal consagrada en el Art. 104 en su numeral 7, esto es “Colocando a la victima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”, ya que abusaron de su condición de inferioridad y se aprovecharon de esta cuando fue acribillado por la patrulla militar. Se encuentra demostrado con el testimonio de DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ, que la victima fue sacada de su vivienda engañada, ofreciéndole un trabajo para cuidar fincas y por dicho trabajo, se devengaría entre la suma de $500.000 a $600.000, así lo declaró en juicio, fue llevada al lugar mediante engaño, donde fue ejecutada por miembros de la Escuadra DAGA, cuyo comandante era el Cabo Segundo DARWIN QUINTERO MUEGUES, evidenciándose el aprovechamiento de las condiciones en que se presentó la víctima ante ellos, completamente desprevenida e indefensa, enfrentada a un grupo de militares fuertemente armados. 

Corrobora lo anterior, el “Informe de Reconstrucción de los Hechos”
, suscrito por la perito topógrafa ANA BERSUT PINTO TAPIAS, elemento que fue debidamente introducido a juicio, por la mencionada perito y en audiencia explicó el contenido de dicho informe, demostrándose aún más que los militares procedieron a dispararle a la victima sin mediar provocación que justificara tal acción. Concluye la testigo perito,  que se plasman en los planos el levantamiento topográfico y la graficación de cada una de las versiones dadas por los versantes en el sitio de los hechos el día de la inspección judicial, y tal como se ubicaron, según ellos sucedieron los hechos, se ubicaron detrás de la victima.
Es que en la reconstrucción de los hechos, se realiza una materialización física de trayectoria y  fijación fotográfica y topográfica del sitio de los hechos y todas las evidencias halladas. Igualmente, las posiciones  y ubicaciones de quienes intervienen en los hechos, como víctima y victimarios, y  como sindicados, testigos, lesionados  con la ayuda de instrumentos y equipos de medición y fijación, se recolectan datos y mediciones, para cada una de las versiones. Posteriormente, en el Laboratorio de Balística estos  datos se analizan y procesan para  obtener como resultado de esta  reconstrucción una serie de gráficas,  fotografías y planos que  ilustran a la autoridad para concluir  cuales fueron las posibles  condiciones de cómo sucedieron los hechos. Y en el presente caso, tres de los procesados, asistieron a la reconstrucción de los hechos y fueron ellos los que narraron a los expertos lo ocurrido en ese lugar el día 1 de enero de 2008. Concluyendo testigo – perito, que los victimarios se ubicaron detrás de la víctima.
De igual forma se encuentra el “Análisis de Trayectoria”
, el cual fue ratificado en juicio por el perito balístico JOEL MOYA BLANDON, quien señaló que su análisis se basó en la declaración, ubicación y posición de los procesados durante la reconstrucción de los hechos,  igualmente se tuvo en cuenta el protocolo de necropsia, las fotos tomadas durante el levantamiento de cadáver realizado por la investigadora del CTI MARGARITA MEJIA VILLEGAS.- 
Plantea el testigo perito JOEL MOYA BLANDON, que se presentaron dos conclusiones, la primera diagramación basada solo en el protocolo de necropsia y las lesiones encontradas y el segundo, basado en el protocolo de necropsia, lesiones encontradas, fotografías del lugar de los hechos, reconstrucción de hechos e información de los victimarios, concluyendo que los disparos fueron producidos postero-antero y de los seis impactos que recibió la victima solo se dieron cuatro trayectorias:

“… se obtiene cuatro trayectorias después de  que se realiza la reconstrucción de los hechos, y los victimarios se ubican en el lugar de los hechos, estas trayectorias corresponden  a una posición postero-antero, quiere decir que los impactos fueron recibidos por la parte posterior del occiso, más común como la espalda y vienen hacia la parte anterior, que viene siendo la parte frontal del cuerpo, todas las diagramaciones concuerdan de que los impactos fueron recibidos de  atrás hacia adelante”
.

“… de seis impactos que recibió resulta que se dieron cuatro trayectorias, entonces la uno quedaría en el brazo izquierdo, la segunda sería en la parte posterior que viene, tiene entrada salida y termina con la que tiene en el borde de la cabeza, eso es otra trayectoria, la tercera sería la que tiene en la parte lumbar que es  la parte frontal, punto de la del protocolo de  la necropsia 4 y 3 sería una y el roce serían con ella cuatro…
”

Trata la defensa desacreditar estos informes, trayendo a juicio los testimonios de JOSE DIDIER HERRERA ALAPE y de GILDARDO PORTELA ZABALA, en el desarrollo de sus testimonios se limitaron a manifestar que dichos informes, no cumplieron con los protocolos establecidos, que las conclusiones no son las correctas. 

Considera el testigo de refutación  JOSE DIDIER HERRERA ALAPE, que la perito topógrafa de la Fiscalía,  mal interpreta las coordenadas, por lo tanto, no puede ubicar a los versantes en el mismo lugar durante la diligencia de reconstrucción de los hechos, es de aclararle a la defensa, que en la reconstrucción de los hechos, los procesados que participaron en el supuesto combate, ocuparon según ellos las posiciones que tenían la noche de la ocurrencia de los hechos, estos fueron IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA y  JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN

En cuanto a las coordenadas, obsérvese que las señaladas en el informe militar introducido a juicio  rotulada como evidencia No.30, se señalan como coordenadas del sitio de ocurrencia de los hechos la N 9º11’06’’ y  74º51’19’’ W,  y las coordenadas señaladas por la perito topógrafo, en la evidencia No.44 fueron N 9º10’41.1’’ y  W 74º52’15.3’’ , y según el informe del perito topógrafo son otras,  lo que nos arroja algunas diferencias, tal y como lo señalaron los peritos topógrafos, estas coordenadas pueden variar un poco, dependiendo de la clase de aparato  o GPS utilizado pero a juicio de esta instancia judicial, el hecho de la existencia de unas pequeñas variaciones en las coordenadas, no puede llevarnos a inferir que los hechos no tuvieron ocurrencia o que lo fueron en un lugar diferente, pues los mismos procesados, al menos tres de los que hoy se encuentran procesados asistieron a la diligencia y señalaron el lugar donde ocurrieron los hechos.

Para el Despacho, no hay duda del lugar de su ocurrencia, es mas el perito de refutación que trajo la Defensa, se centra en manifestar que las coordenadas están erradas,  que la altura del terreno no corresponde, etc, pero es que al despacho no se le demostró entonces según la defensa donde fue que ocurrieron los hechos y porqué no se le debió dar crédito al lugar, no solo indicado por la  investigadora Margarita Mejía Villegas del CTI, sino a los procesados que asistieron a la reconstrucción de los hechos y que de modo directo percibieron el lugar en que ocurrieron los hechos, la defensa aduce que estos ocurrieron de noche donde  las cosas están oscuras, pero es que si bien los hechos ocurrieron de noche, la inspección a cadáver se hizo ya en horas de la mañana, con plena visibilidad, los mismos militares custodiaron el sector hasta que llegaron los funcionarios de la Fiscalía.

Nada se dijo respecto a si el cadáver fue movido por algunas personas, pues  la evidencia rotulada con el número 16 de la Fiscalía, que corresponde al informe suscrito por el hoy procesado  DARWIN QUNTERO MUEGUES, en su  condición de Comandante de la la Compañía DAGA 12, la cual fue introducida por el investigador del CTI OSCAR LEON RAMOS
, textualmente dice : “… y me ordenaron permanecer en el sector montar el dispositivo de seguridad y no mover nada hasta que llegara la Fiscalía para realizar el levantamiento correspondiente”.

Así las cosas, sería posible entonces que los militares no reconocieran el lugar donde ocurrieron los hechos?, será posible  que los procesados en la reconstrucción de los hechos se hubieren equivocado de sitio?, será posible que la investigadora que realizó la inspección a cadáver, con las ayudas fotográficas que allí se tomaron, se hubiese equivocado  de sitio?, será posible que los uniformados que participaron de la reconstrucción de los hechos, se hubiesen equivocado cuando señalaron sus posiciones?

Si efectivamente, hubo un error, tal como lo afirma la Defensa, de la perito topógrafo de la Fiscalía, al señalar las coordenadas del lugar de los hechos, el Despacho se pregunta: dónde fue que ocurrieron éstos?. Existe certeza que los hechos ocurrieron, hubo un muerto. La Defensa no introdujo a juicio algún elemento material probatorio que permitiera demostrarle al despacho cual fue según su teoría del caso el sitio de los hechos. Pues este despacho considera que no le era posible a la Defensa aparte de señalar los posibles errores de la testigo topógrafa al rendir su dictamen en lo que a las coordenadas se refiere, demostrar que los hechos ocurrieron en lugar diferente, porque sencillamente no fue así, el lugar fue ese y no otro. El hecho de que utilicen o no las ayudas técnicas actuales como el GPS, estas ayudas per se no son las únicas con que se pueden  ubicar con relativa exactitud el lugar de ocurrencia de los hechos, sería agregarle a la norma un elemento o una exigencia que no posee, como requisito de validez de la inspección técnica a cadáver.

De igual forma, considera la defensa que el perito JOEL MOYA BLANDON, erró en su dictamen, impugnándole la credibilidad, trayendo juicio al perito balístico  GILDARDO PORTELA ZABALA, quien afirma que el orificio que se encuentra en la parte epigástrica, es un orificio de entrada, por lo tanto, la trayectoria es antero-posterior  y no como lo afirma el perito MOYA BLANDON, quien en su declaración afirma que el orificio ubicado en la zona epigástrica es postero -antero. 
JOEL MOYA BLANDON, quien es experto en balística, cuya aptitud profesional, no fue desacreditada por la defensa, y así lo demostró en juicio, quien bajo la gravedad del juramento, afirmò que ha realizado estudio de balística, estudios de policía judicial, autoconocimiento en criminalística, estudios realizados con el ICITAP de Estados Unidos, cursos en el Sena, persona idónea para emitir conceptos de balística, y en el presente caso, tal como se indicó en párrafos anteriores, por solicitud de la Fiscalía No. 53, realizó análisis de trayectoria, y a la vez sugirió que se realizara reconstrucción de los hechos, toda vez que con el protocolo de necropsia y el esquema de lesiones, no eran suficientes para determinar las trayectorias, y por tal razón se realiza la reconstrucción de los hechos para esclarecer los mismos y en base a este informe de reconstrucción de los hechos, unidos al protocolo de necropsia rendido por el médico forense ARGEMIRO MARTINEZ GARCÍA, el esquema de lesiones, realizada por el mismo médico,  las fotografías del levantamiento a  cadáver, fotografías de la necropsia, de los planos topográficos, llega a una segunda diagramación de trayectorias, estableciendo la posición de la víctima y victimario, las trayectoria que recorrió tanto el proyectil como la vainilla al ser expulsada por la ventana del arma de fuego y los daños que produjo el proyectil en el cuerpo.

Testigo – Perito que respondió de manera acertada, convincente e idónea, todas las preguntas que sobre él se hicieran durante el interrogatorio y contrainterrogatorio, preservando de esa forma los principios de contradicción e inmediación sustanciales al nuevo sistema de enjuiciamiento.

Es así que presenta dos esquemas de trayectorias de diagramas, el primero, de acuerdo únicamente con  el protocolo de necropsia y lesiones encontradas y un segundo diagrama  de acuerdo  con protocolo de necropsia,  lesiones encontradas, fotografías,  videos del lugar de los hechos, reconstrucción de los hechos y versión de los victimarios. Concluyendo que se obtienen cuatro trayectorias de los seis impactos que recibió la víctima y de acuerdo a que a la posición de los victimarios en el lugar de los hechos, las trayectorias corresponden a una posición postero-anterior, esto es que los impactos fueron recibidos por la espalda. 

El perito Describe las trayectorias aclarando que solo fueron en total 4 trayectorias, por lo que es dable aseverar de acuerdo a la conclusión del análisis de trayectoria,  que de acuerdo a la reconstrucción de los hechos y la posición de los victimarios, quienes se ubicaron en la parte posterior de donde se encontró el cuerpo, por lo tanto las trayectorias fueron postero- antero, ínfero – supero y de izquierda a derecha.  (Esto audible a partir del record 17:36 tercera parte del Cd No. 12).  
Ahora bien, si se concluyera que la trayectoria es antero-postero, como lo quiere dar entender la perito, trayendo a juicio el testigo de refutación GILDARDO PORTELA ZABALA,  tendríamos que decir que la posición final del hoy occiso y la ubicación de los victimarios variarían en el lugar de los hechos, porque el hoy occiso al ser impactado de frente hubiera  quedado en otra posición y no como se aprecia en las fotografías tomadas en la escena de los hechos, esto es decúbito abdominal, las posiciones, las manos quedaron hacia abajo,  los brazos abiertos  lo mismo que los pies extendidos, evidencia No. 03 las cuales fueron introducidas con la Investigador del CTI MARGARITA MEJIA VILLEGAS
. 

Ahora bien, cuando se conoce la topografía del terreno, como en el presente caso, es plano, tal como lo informó el perito balístico JOEL MOYA BLANDON, se tiene el protocolo de necropsia, los esquemas de lesiones, las fotografías del lugar de los hechos, el tipo de arma de fuego empleada y la posición de los victimarios se puede establecer si los victimarios están diciendo la verdad o están mintiendo y como están probadas las cosas en este proceso, la posición del cuerpo de la victima y la ubicación de los victimarios, concuerdan con las trayectorias analizadas por el perito JOEL MOYA BLANDON. 
Si bien es cierto que el médico legista ARGEMIRO MARTINEZ GARCÍA
, quien declara en juicio, en su dictamen consideró que el orificio ubicado en la zona epigástrica es un orificio de entrada, hemos  de manifestar que el médico forense en su declaración afirmó que dudó en el  momento de señalar si el orifico de esa región epigástrica era de entrada o de salida,  debido a la hinchazón que presentaba el occiso post mortem, es de advertir que la necropsia solo fue posible practicarla  tres días después de la ocurrencia del deceso, y el cuerpo se encontraba en estado descomposición pues estuvo expuesto al calor propio del lugar por varias horas y luego introducido en nevera hasta la necropsia, lo que hace  que los tejidos  pierdan mucho  sus características propias, considerando que ya este estudio concreto estaría en manos de un experto en balística, que sería el último en estudiar si ese era un orifico de entrada o de salida tal y como lo aseveró en audiencia de juicio oral. 
Al estudio de balística este despacho le otorga pleno crédito, pues el estudio de las trayectorias del proyectil al interior del cuerpo corresponde al experto en balística quien para su estudio tendrá en cuenta la diligencia de necropsia, inspección a cadáver, reconstrucción de hechos con presencia de los implicados, etc, para poder realizar el estudio, que fue exactamente lo que se hizo por parte del experto en balística, fueron los mismos implicados quienes señalaron voluntariamente las posiciones en que se encontraban en el lugar de los hechos y desde el cual dispararon, dando como resultado de ese estudio la diagramación  de las trayectorias no obstante, si realmente esa no era la posición de los hoy implicados, si el cadáver apareció allí no como consecuencia del accionar sus armas, si mintieron ante las autoridades y ello implicaba que las trayectorias no podían ser las señaladas por el balístico,  es algo que no se probó al interior del proceso, pues la versión del cabo Toledo, este despacho consideró que no era digna de crédito.

Ahora bien que el experto en balística, no podía modificar lo expresado por el médico legista en la necropsia en lo atinente a la descripción del orificio ubicado en la región epigástrica, en el sentido de si correspondía a orifico de entrada o de salida, no es ello cierto, lo médicos legistas en caso de heridas por proyectiles de arma de fuego, se guían para rendir sus dictámenes por protocolos estándares tal es el protocolo de Minnesota o de Estambul y de considerarlo necesario han de apoyarse en expertos en balística; en las ciudades se cuenta con grupos de criminalística que prestan el apoyo al médico pues pueden presentarse situaciones como las que aquí  expresó el médico al rendir su testimonio, que por las características que presentaba el cuerpo dado su alto grado de descomposición podía llegar a confundirse si el orifico era de entrada o de salida, desafortunadamente el apoyo de un experto en balística  no era posible en ese momento en esta ciudad pues no se cuenta con tales equipos humanos, estos por lo general se encuentran únicamente en las ciudades capitales, siendo entonces ya en el presente caso con el apoyo del experto en balística apoyado en la reconstrucción de los hechos, la necropsia, las fotografías tomadas por el legista, la inspección técnica a cadáver etc, donde se puede concluir inequívocamente si el orificio era de entrada o de salida, sin que ello signifique que se está alterando la diligencia de necropsia, máxime cuando el balístico ha explicado a la saciedad la  razón de su dicho y el porque no podía ser orificio de entrada, la actividad del médico legista y el experto en balística son actividades complementarias las unas de otras.-
Ahora bien, cómo puede la defensa pretender aseverar a través de sus testigos peritos, que la herida  en la región epigástrica del occiso Edwin José Payares Bravo, corresponde a un orifico de entrada? Si según la última teoría del caso  y sobre la cual basaron sus alegatos conclusivos se dijo que la muerte  fue ocasionada única y exclusivamente por el accionar de arma de fuego del cabo Toledo Sánchez, como podría entonces tener cabida una explicación por parte de los  hoy procesados de no haberle disparado por la espalda?
Así las cosas, para este Despacho, se encuentra demostrado, que la muerte del señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, se produjo por heridas que le comprometieron partes vitales del cuerpo ocasionadas por impacto de proyectil con arma de fuego, cuyos disparos fueron hechos por la espalda, es decir postero - antero,  y a larga distancia, por parte de miembros de la Compañía Daga 12 adscrita a la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre. Conducta que encaja perfectamente en el tipo penal de HOMICIDIO, con las causales de agravación antes reseñadas, como fue haber actuado por motivo abyecto o fútil y colocar a la victima en situación de indefensión e incluso aprovecharse  de esa situación. 

Ahora bien, respecto a la segunda hipótesis de los defensores, esto es atipicidad de de la conducta, por cuanto no fueron los  autores responsables de la muerte de EDUIN JOSE PAYARES, tiene su soporte probatorio en la declaración de LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, quien declaró en juicio, aceptando la responsabilidad en ese homicidio, eximiendo de responsabilidad a los procesados, el Despacho considera primero que todo que en el presente caso no es posible hablar de atipicidad, por cuanto el hecho homicidio si tuvo ocurrencia, la conducta se subsumió en un tipo penal, ahora bien que con este testimonio rendido en juicio, se acredite la no responsabilidad de los procesados, por haberse bajo la gravedad del juramento achacado la responsabilidad de la muerte de EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, declarando la forma en que supuestamente sucedieron los hechos, esto es que él fue la persona que disparó a ráfaga en contra del señor PAYARES BRAVO, y que los procesados, se adueñan del cadáver para mostrarlo ante los superiores como un resultado operacional y con el cual los defensores de los enjuiciados soportan su nueva teoría del caso, considera el Despacho que esta versión no alcanzó su cometido de eximir a los jóvenes procesados de su responsabilidad, toda vez que la declaración dada por este señor en el juicio oral, observa el Despacho que carece de veracidad, obsérvese que este señor rindió una versión totalmente diferente a lo argüido por los testigos de la Fiscalía, incluso por lo plasmado por los procesados en sus informes. Además son los mismos militares quienes dan cuenta de la dada de baja, así lo reportan “muerto en combate”. Este tema, será tratado a fondo en el acápite de culpabilidad, toda vez que para el Despacho, la muerte del señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, por parte de los militares se encuentra debidamente acreditada. 


En cuanto a la coautoría, hemos de señalar que en casos como el presente no es necesario acreditar cual de los integrantes del escuadrón al mando del cabo segundo  DARWIN QUINTERO MUEGUES, fue el que materialmente accionó su arma contra PAYARES BRAVO, aquí lo determinante es que existió un acuerdo previo entre los procesados en compañía del cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ,  había voluntad en la realización de un propósito delictivo – homicidio- con división de trabajo, de manera que todos tienen la calidad de coautores de los diversos resultados que se produzcan en el curso de la empresa criminal, independientemente de que cada uno de los actos ejecutados por los concertados se subsuma de manera plena en los tipos de delitos acordados o en aquellos que en desarrollo de la empresa criminal tengan ocurrencia, así lo contempla nuestra legislación penal en su artículo 29  y así lo ha expresado la corte: 

“Es verdad  doctrina y jurisprudencia han aceptado que en los casos en que varias personas proceden en una empresa criminal, con consciente y voluntaria división del trabajo para la producción del resultado típico, todos los partícipes tienen la calidad de autores, así su conducta vista aisladamente no permita una directa subsunción en el tipo, porque todos están unidos en el criminal designio y actúan con conocimiento y voluntad para la producción del resultado comúnmente querido o, por lo menos aceptado como probable… así mismo, si a esa empresa criminal van armados porque presumen que se les puede oponer resistencia o porque quieren intimidar con el uso de las armas y como consecuencias de ello se producen lesiones u homicidios, todos serán coautores de hurto y de la totalidad de los atentados contra la vida y la integridad personal, aun cuando no todos hayan llevado o utilizado armas, pues participaron en el común designio, del cual podían surgir estos resultados que, desde luego, se aceptaron como probables desde el momento mismo en que actuaron en una empresa de la cual se podían derivar.”
 (el subrayado es nuestro)

Y en la sentencia de casación del 12 de septiembre de 1995, con ponencia del Dr. Jorge Enrique Valencia M: 

“los codelincuentes, armados por lo menos dos de ellos asumieron el riesgo de enfrentar posibles oposiciones y por ello se equipararon debidamente, sin dudar en disparar ante la primera dificultad seria.

El procesado al estar dentro de la banda como parte integrante en la ejecución del injusto, (dominio funcional del hecho) adquiere con su participación la calidad de coautor.”

La coautoría se caracteriza por la existencia de un acuerdo previo de los sujetos intervinientes, la identificación de voluntades en la realización de un propósito delictivo común y la división del trabajo, de manera tal que los coautores no son juzgados por aportes individuales, sino por la totalidad del supuesto fáctico llevado a cabo por quienes hicieron parte de la empresa criminal, en virtud a un propósito común. 

El mencionado artículo 29 de la obra sustancial penal, señala como uno de los elementos de la coautoría “la importancia del aporte” efectuado a la empresa criminal. como elemento objetivo para la estructuración de la coautoría necesariamente alude a la efectiva participación del sujeto interviniente en las diversas actividades que supone la empresa criminal, esto, en la conformación del acuerdo común, en la ideación, distribución y ejecución del plan delictivo, lo que indica que la “importancia del aporte” está referida es a la trascendencia material en el mundo fenomenológico de su participación en la empresa criminal orientada a la consecución de un fin ilícito, obedeciendo a un plan común propuesto, mediante una división de trabajo. 
Con el material probatorio allegado al paginarío, se encuentra que efectivamente la muerte del joven EDWIN JOSE PAYARES BRAVO, fue producto de una empresa delictiva común, con división de trabajo, pues unas personas se encargaron de ubicar a la víctima, otra de entregarla a la persona que la conduciría mediante engaños al lugar donde sería ejecutada, para finalmente entregarla a quienes materialmente  le darían muerte, bajo el argumento de simular un combate.-  Si no hubo coautoría, si no hubo acuerdo previo de voluntades, cómo pudo ser posible que el Cabo Toledo, supiera con exactitud el lugar por donde a esa hora estarían patrullando el Cabo Darwin Quintero Muegues y su tropa? Si según la evidencia No.9 introducida a juicio por la Fiscalía, donde se narra el desarrollo de la operación EXCALIBUR – DESIERTO 98, desde su inicio, se aprecia claramente que las tropas en concreto la que se encontraba al mando de Darwin Quintero Muegues, se mantuvo en patrullaje, en movimiento desde el sector San José de Rivera, hasta llegar al Área General de Barrancayuca, es decir que las tropas no se encontraban en una posición fija, o acantonadas en un solo lugar, como saber entonces la hora exacta y el lugar exacto donde se encontraba la patrulla? como tener certeza del lugar por donde pasaría la tropa, recuérdese que el Coronel Luis Fernando Borja AristizàbaL, manifestó que el Cabo Toledo Sánchez, salió de vacaciones para esa fecha, entonces como acceder a toda la información? Como saber cual era el avance táctico de la tropa al mando del Cabo Quintero?
Son todas estas razones las que llevan al despacho a no compartir los argumentos del defensor de los señores IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA y JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, al considerar que estos no son autores del delito, por cuanto ellos no dispararon contra la humanidad del joven EDWIN JOSE PAYARES BRAVO.-
FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO

Ahora bien, dando alcance a la acusación y la petición de condena, vemos que a DARWIN QUINTERO MUEGUES se le endilga la comisión de la conducta de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO, consagrado en el Art. 286 del Estatuto Penal, el cual sanciona al servidor público que en ejercicio de sus funciones, extienda documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, atentan contra la fe Pública, es decir, esa confianza colectiva en la veracidad, autenticidad e integridad de los signos de valor, efectos oficiales y documentos utilizados en el tráfico económico y jurídico. Veamos, entonces cómo se encuentra materializada dicha conducta.- 

Demostrado en los párrafos anteriores, que la muerte del joven EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, fue una muerte extrajudicial, por parte de miembros del Ejército Nacional,  adscrito a la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre,  y en aras de darle legalidad a la misma lo pasaron como un muerto en combate, tenemos que  DARWIN QUINTERO MUEGES, en su condición de Comandante de la Compañía DAGA 12, emitió y suscribió los informes de los hechos de fecha 3 de enero de 2008, dirigido al comandante de la Compañía Daga de la Fuerza Tarea Conjunta Sucre, el informe de Patrullaje y el Listado del personal que participó en el “supuesto” combate. Documentos en los cuales se plasmaron falsedades sobre lo acontecido en el día 1 de enero de 2008 en la Finca Tranquilandia, en el corregimiento de Barrancayuca, jurisdicción de Magangué, toda vez que en los mismos se reporta un combate, y de conformidad el análisis de las pruebas mencionadas en párrafos anteriores, no hubo combate. Documentos que fueron introducidos a través del investigador del CTI OSCAR LEON RAMOS, quien declaró en juicio oral y público.

Igualmente, se encuentra demostrado y de eso no hubo oposición por parte de la Defensa, que el señor DARWIN QUINTERO, tenía la calidad de servidor público, al pertenecer a las Fuerzas Militares y este servidor, en ejercicio de sus funciones como era Cabo Segundo, en el cargo de Comandante de DAGA 12, suscribió documentos para darle legalidad al homicidio del joven EDUIN JOSE PAYARES BRAVO.

Las pruebas allegadas a juicio, demuestran que QUINTERO MUEGUES, mintió al rendir un informe relatando unos hechos que no fueron reales, que no corresponden a la verdad,  pues desde cualquiera que sea la óptica que se le mire el informe es mentiroso, si lo miramos desde la primera versión del Cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, quien en su primera versión afirmó que la muerte del joven fue una muerte ilegitima, con el fin de dar resultados operacionales, o si la miramos desde la segunda versión en la que dice que él fue la persona que disparó y cruelmente asesinó al joven EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, el informe igualmente resulta mentiroso, su contenido no se ajusta a la verdad. 
El informe del combate acaecido no fue real y de ello era sabedor QUINTERO MUEGUES, no es posible repeler o responder a un ataque inexistente, mal podría aducirse que ante la consigan lanzada a las personas que veían movilizarse en la oscuridad, les respondieron con disparos y por eso ellos reaccionaron, si nos atenemos a la versión de Toledo Sánchez, esto no era posible, pues si los militares lo estaban observando tenían que ver todos sus movimientos y que los disparos iban dirigidos hacia ellos mismos y no hacia ningún tercero, máxime cuando Toledo dice que enseguida salió corriendo, en ningún momento menciona que escuchó disparos par parte de los militares que debieron  reaccionar en forma inmediata, y si nos atenemos a primera versión, el arma hallada en poder del occiso solo pudo ser accionada en una sola oportunidad, cómo podrán entonces los miembros del ejército señalar que fueron atacados y que hubo combate por un solo disparo?
Por lo tanto, con el material probatorio reseñado en párrafos anteriores, se demuestra que en dichos documentos se consignaron falsedades y con su firma el señor QUINTERO MUEGUES, le dio autenticidad a dichos documentos, símbolos estos que le imprimen el carácter de verdaderos, por lo tanto entrará en la órbita jurídica y judicial con plena eficacia, como en efecto sucedió, ya que dichos documentos sirvieron para recibir permisos y felicitaciones al personal que participó en el supuesto combate (Evidencia No. 16 y 17, introducidas a juicio por el investigador OSCAR LEON RAMOS, y la Estipulación No. 1)

En virtud de lo anterior, tenemos que el comportamiento asumido por los señores  JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA Y DARWIN QUINTERO MUEGUES, encaja perfectamente en el tipo penal de HOMICIDIO AGRAVADO, igualmente,  la conducta del señor DARWIN QUINTERO MUEGUES, encuadra en la conducta punible de FALSEDAD IDEOLOGICA DE DOCUMENTO PÚBLICO. 


PECULADO POR USO 

No sucede lo mismo con el delito de PECULADO POR USO, por el cual la Fiscalía había acusado a los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES y JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, delito este consagrado en el Art. 398 de nuestro Estatuto Penal, sin embargo en la solicitud de condena, omitió tal conducta, no manifestó nada respecto a ella, por lo que entiende el Despacho que la Fiscalía retiró el cargo de Peculado por Uso, y de conformidad a lo contemplado en el Art. 448 de la Ley 906 de 2004: “Congruencia. El acusado no podrá ser declarado culpable por hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los cuales no se ha solicitado condena” (Negrilla nuestra).
No le queda a esta instancia otra opción que absolver a los procesados DARWIN QUINTERO MUEGUES y JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, del delito de PECULADO POR USO, teniendo en cuenta que el principio de “…congruencia se establece sobre la trípode acusación – petición de condena – sentencia”

A N T I J U R I D I C I D A D

Es de advertir que de conformidad a lo señalado en el art. 11 del Código Penal, para que un hecho típico sea punible, es necesario que lesione o ponga en peligro sin justa causa el interés jurídico tutelado por la ley.-

No existiendo duda sobre la tipicidad de la conducta de Homicidio cometida por los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO y JOSE WILLIGTON ORTIZ DAZA, por cuanto se acreditó de manera satisfactoria la existencia de la conducta punible investigada, como fue la muerte violenta de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO.

Como quiera que existen dos teorías, una por parte de la Fiscalía, en la que afirma que en el Corregimiento de Barrancayuca, jurisdicción del municipio de Magangué, más exactamente en la Finca Tranquilandia, miembros de la Compañía Daga12, adscrito a la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre, bajo el mando del Cabo Darwin Quintero Muegues, dieron de baja al joven EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, con el fin de dar resultados operacionales, por lo que concluye que entre los militares acusados hubo un acuerdo para cometer el homicidio y presentarlo como un resultado operacional. Mientras que para los procesados, existió un real combate, que en labores de patrullaje dentro de la Misión Táctica denominada DESIERTO 98, enmarcada en la OPERACIÓN EXCALIBUR, sobre el área general de Barrancayuca – Municipio de Magangué, observaron por medio A.V.N unos sujetos a quienes le lanzaron la proclama y les respondieron con disparos por lo que reaccionaron y dispararon con sus armas de dotación en defensa propia, presentándose un intercambio de disparos, y al hacer un registro del sector encontraron un sujeto muerto en combate. Entrará el Despacho a estudiar si esa conducta desplegada por los procesados, fue sin justa causa, entrando a analizar si existen causales de ausencia de responsabilidad de que trata el artículo 32 del C.P.-

La defensa, quienes al unísono argumentaron el desarrollo de un supuesto combate en donde los militares hoy procesados dieron de baja a un presunto guerrillero, pues era una zona considerada de gran influencia de grupos armados al margen de la ley, tenemos que nada se soportó por parte de la defensa, pues de ello la única información que tenemos es la que reposa en el informe de las fuerzas militares. Pero, con la declaración de LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, quien se desempeñaba como Comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta Sucre para la época de los hechos,  se estableció que no es  cierto que se tuviera esa información sobre la zona, al respecto manifestó: “en ese momento como yo ya lo dije no había ninguna información, no había  informaciones en ese sector, en ese sector era, era  de muy poca informaciones, yo creo que cero informaciones en cuanto a presencia de bandidos, y  de delincuencia…”
 ; confirmada aún mas con el propietario de la finca Tranquilandia, lugar donde ocurrieron los hechos, señor GUSTAVO MARTINEZ VILLAMIZAR
, quien al rendir su jurada, señaló que no tenía conocimiento que en su finca o por los alrededores hubiera presencia de grupos armados al margen de la ley, que nunca había sido victima de atracos, amenazas o extorsiones y mas aun que desconocía que en su finca hubiese habido algún enfrentamiento armado.

Trae la Defensa a juicio el testimonio del señor JOSE GUILLERMO SINISTERRA MANCILLA
, Investigador privado de la defensa, quien afirma que se dirigió a los comandantes de policía de Bolívar y Sucre para que informara la situación de  orden público, obteniendo solo respuesta del Comando de Policía Sucre, quien según el investigador de la defensa, le manifestó que la zona era catalogada como zona de alta riesgo. Testimonio éste que para el Despacho no aporta nada en la aclaración de los hechos materia de este pronunciamiento pues no aportó, allegó o introdujo el documento del que nos habla y en el que se hacen tales afirmaciones. 

Por lo tanto, para el Despacho el argumento  que los hoy procesados  respondieron ante la agresión de las que eran víctimas por partes de personas que estaban disparando y no atendieron a las voces de proclama que hicieran los militares como miembros del Ejercito Nacional, no tiene soporte alguno, en primer lugar, para todos es sabido que al desarrollarse un combate, existe agresión de ambas partes, obsérvese que en el lugar de los hechos, solo se encontró un cadáver, una pistola marca Walter PP, dos proveedores para pistola y una granada de mano, tal como lo manifestó en declaración jurada la testigo perito MARGARITA MEJIA VILLEGAS, funcionaria del CTI Magangué, que llegó al lugar de los hechos, afirmando que no se encontraron mas evidencias, la experiencia nos indica que  en un escenario donde se ha presentado un combate necesariamente debería existir una cantidad apreciable de vainillas, máxime cuando son los militares (Informe suscrito por el Cabo Segundo QUINTERO MUEGUES DARWIN de fecha 3 de enero de 2008), quienes informan que reaccionaron y dispararon sus armas de dotación, por lo tanto se convierten en los primeros respondientes, pero en sus respectivas actas e informes no dejaron consignado ni la cantidad ni la clase de  material utilizado. 

Recuérdese que el primer respondiente, es la persona que llega al lugar de los hechos y/o cadáver una vez estos han sido informados, como fue en este caso los procesados, quienes pertenecían al Ejercito, y por tener ellos  el primer contacto con el lugar de los hechos y el cadáver; debían responder por su protección, preservación y entrega a la Policía Judicial correspondiente, según las normas y manuales expedidos para el efecto y le compete rendir los informes y hacer las anotaciones del caso, así lo establece el artículo 208 de la Ley 906 de 2004, los militares eran los primeros respondientes, a ellos y solo a ellos le competía rendir los informes y hacer las anotaciones del caso y por ser la primera autoridad, tenían la obligación de realizar una observación preliminar de los hechos y/o el cadáver, custodiar, acordonar el lugar, en fin proteger el lugar de los hechos para su inalterabilidad.
En el presente caso, tal como lo informó el procesado DARWIN QUINTERO MUEGUES en el Informe de Patrullaje de fecha 3 de enero de 2008 como el Informe dirigido al Comandante de la Compañía Daga, señaló “…procedimos heder (sic) el registro del sector y encontramos un sujeto muerto en combate inmediatamente se tomo la seguridad y le informe al COB la novedad (FTCS) y me ordenaron permanecer en el sector montar el dispositivo de seguridad y no mover nada hasta que llegara la fiscalía para realizar el levantamiento correspondiente”
. Obsérvese que nada informaron respecto a otras evidencias, muy a pesar que en su informe consigna que dispararon con sus armas de dotación, no reportaron los gastos de munición utilizados en el supuesto combate. Solo reportan la vainilla incriminada que corresponde al mismo calibre de la pistola recuperada en el lugar de los hechos, será entonces que con este hallazgo de una vainilla disparada por la víctima, podrían los militares considerar que recibieron un ataque sin justa causa y que si hubo un combate entre ellos, es decir que hubo un intercambio de disapros?.  

Ahora bien, el material encontrado en el lugar de los hechos, esto es un cadáver, una pistola, que si bien no presenta marca, sus mecanismos corresponden a la marca Walter, modelo PP, dos proveedores, trece cartuchos 7.65 mm y una vainilla 7.65 mm, la pregunta para el Despacho: ¿Cómo es posible plantear un combate contra siete (7) militares armados de sus respectivas armas de dotación (fusiles y una ametralladora), con un revolver, el cual según informe de balística se encontraba en regular estado de conservación, un arma de defensa personal, conforme a la perito LIBIA DORA SÁNCHEZ DOSMAN
, quien declaró en juicio, es un arma que no posee las condiciones para generar un combate entre una sola persona contra un grupo, pues de haber disparado inicialmente el joven Edwin Payares Bravo contra el ejército, solo tuvo oportunidad de efectuar  un disparo, sin saber hacia quien, cual era la pretensión de una sola persona con un arma de fuego de defensa personal a esas horas de la noche y en ese sector?. 
Obsérvese que el arma hallada en lugar de los hechos, tal como lo muestra la evidencia No.03 de la Fiscalía, la vainilla incriminada se encuentra sobre la ventana de expulsión del arma de fuego pero no atascada, por cuanto si estuviera atascada dicha vainilla impediría que otro cartucho entre a la recamara y quedaría la vainilla incriminada deformada en la boca, porque la vainilla quedaría presionada con la ventana de expulsión y al caer el arma de fuego al suelo por efecto de la caída mueve los mecanismos del arma y la vainilla queda por fuera  del arma y  no sobre dicha arma de fuego como se aprecia en la fotografía que fue tomada en la escena de los hechos, por la investigadora del CTI MARGARITA MEJIA VILLEGAS, por lo tanto, para esta instancia judicial, la posición de la vainilla, muestra que fue puesta sobre la ventanilla de expulsión del arma, por cuanto un arma de fuego tipo pistola, es cargada con un cartucho de igual calibre, ésta al ser accionada el disparador, la aguja percutora, percute la vainilla en su fulminante y dicha vainilla es expulsada por la ventana a cierta distancia desde donde se produjo el disparo y automáticamente otro cartucho se aloja en la recamara del arma para que se repita el mismo proceso de disparo. 
Se encuentra demostrado que el joven EDUIN JOSE PAYARES, residía en el municipio de Sahagún Córdoba y que el 1 de enero de 2008, se encontraba en su pueblo y de allí salió por invitación que le hiciera el joven DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ, de eso nos da cuenta tanto su padre ANTONIO MARIA PAYARES VEGA
 como la vecina TERESA DÍAZ HERRERA
, de haberle conseguido un trabajo en una finca, recordemos que este joven era reinsertado y por ende conocía de armamentos, será que pese a la clase arma que supuestamente portaba, se dirigía con ellas a eventualmente enfrentarse a las fuerzas militares las cuales normalmente no se moviliza una sola persona?

Así las cosas, y con las pruebas debatidas en juicio, se encuentra demostrado que DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ fue la persona que se encargó de buscar a la victima, y junto al  soldado ROBERTO CARLOS LOPEZ VEGA, lo sacaron de la vivienda y se lo llevaron engañado, con el supuesto que iba a trabajar en una finca, entregándole la victima al Cabo Segundo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, y éste se lo entregó al Cabo Segundo DARWIN QUINTERO MUEGUES, quien comandaba la compañía DAGA 12, y posteriormente, procedieron a ultimarlo, por lo tanto, considera esta instancia, que no hubo un combate, que no hubo un enfrentamiento, como lo dicen los militares en su informe, todo lo contario, se evidencia, que para ejecutar a la victima, se aprovecharon claramente de la condiciones en que se encontraba ante ellos, completamente  desprevenida e indefensa, y quien fue sorprendida en un ataque por la espalda, quedando con muy pocas posibilidades de defensa, que además fue sacada de su vivienda siendo entregada a los militares, quienes previamente habían acordado darlo de baja, para dar resultados operacionales. 
Por lo tanto, para este Despacho, los soldados JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINGTON ORTIZ DAZA, bajo el mando del Cabo Segundo DARWIN QUINTERO MUEGUES, realizaron una actuación ilegitima, contraria a derecho,  crearon una situación antijurídica de riesgo. Sus conductas no enmarcan en el deber legal, no actuaron en cumplimiento del deber jurídico, igualmente no se puede afirmar que actuaron bajo la causal de la legitima defensa, por cuanto, no hubo agresión actual e injusta en contra ellos.
Por todo lo expuesto,  en el caso sub examine, de los medios probatorios a los que hemos hecho alusión, se impone hacer la precisión de que al haberse acreditado de manera satisfactoria la existencia del homicidio, en el que de manera inequívoca uno de sus ingredientes normativos es la muerte en forma violenta de una persona o individuo de la especie humana, lo que evidentemente ocurrió conforme a las pruebas reseñadas en el aparte de la Tipicidad, inobjetablemente se lesionó ese derecho general, impersonal y abstracto que todo ciudadano tiene de preservar su vida e integridad personal, radicado en esta oportunidad de manera individual en cabeza del señor que en vida respondía al nombre de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, por parte de los señores militares DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINGTON ORTIZ, quienes además de colocar a la victima en situación de indefensión o inferioridad y aprovechándose a la vez de la misma, obtuvieron como recompensa, permisos y felicitaciones. 

Así mismo, la conducta del enjuiciado DARWIN QUINTERO MUEGUES, quien se desempeñaba como Comandante DAGA12, atentó de manera inequívoca, contra el bien jurídico como es la fe pública, entendida esta como la confianza colectiva en la veracidad, autenticidad e integridad de los signos de valor, efectos oficiales y documentos utilizados en el tráfico económico y jurídico, al plasmar afirmaciones falsas, respecto a la muerte de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, si bien es cierto el documento es verdadero en sentido material, es falso en su contenido.  
Igualmente, las conductas realizadas por los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINGTON ORTIZ, resultan antijurídicas porque, a voces del artículo 32 del Código Penal, no existe para el caso causal alguna que justifique su comportamiento o permita borrar la antijuridicidad que surge al haberse conculcado los bienes jurídicos protegidos: de la vida, seguridad pública, patrimonio económico.- 

C U L P A B I L I D A D

Demostrada la tipicidad y la antijuridicidad de las conductas endilgadas a  los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO y JOSE WILLINGTON DAZA, corresponde en este acápite estudiar el aspecto subjetivo o de responsabilidad del procesado, tal como lo señala el Art. 9 de nuestro Código Penal.- 

Es menester tener presente que en el ordenamiento procesal colombiano, en este caso ley 906 de 2004, existe el principio de Libertad Probatoria, consagrado en el art. 382 y, que básicamente consiste en que los elementos constitutivos de la conducta punible, la responsabilidad del procesado, las causales de agravación y  atenuación, las excluyentes de responsabilidad, la naturaleza y cuantía de los perjuicios, pueden demostrarse por cualquier medio probatorio a menos que la ley exija prueba especial, respetando siempre los derechos fundamentales.-

Este Despacho considera que los acriminados, si son responsables a título de dolo del punible de Homicidio Agravado, siendo victima el señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO y además el señor DARWIN QUINTERO MUEGUES, del delito de Falsedad Ideológica en Documento Público, por cuanto las heridas provocadas en la humanidad del señor PAYARES BRAVO, fueron causadas de modo voluntario y consciente. -

Con el caudal probatorio existente en los infolios y reseñados en el acápite de tipicidad como las experticias técnicas de LIBIA DORA SANCHEZ DOSMAN, ANA BERSUT PINTO TAPIAS, JOEL MOYA BLANDON, juntos con las declaraciones de los Investigadores MARGARITA MEJIA VILLEGAS, FREY LASCANO ROCHA, y OSCAR LEON RAMOS, quienes  acudieron a la audiencia de juicio oral y se sometieron a la contradicción —interrogatorio y contrainterrogatorio— en calidad de testigos de acreditación y técnico respectivamente, para este despacho sus testimonios, se reitera, se constituyen en una prueba idónea del proceso, así como todos aquellos medios de conocimiento que aportaron, siendo entonces sus versiones creíbles luego de efectuar sobre ellos un análisis de acuerdo a las reglas de la sana crítica.-
Estas declaraciones, sumadas a los testimonios de los señores DANIEL ALFONSO GUERRA RUIZ, LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, ANTONIO MARIA PAYARES VEGA, y TERESA DE JESUS DIAZ HERRERA, proporcionaron a esta instancia una reconstrucción más o menos completa de los hechos materia de este juicio, a través de una serie de afirmaciones cuyo grado probable de sinceridad y de cordura, ya sea en bloque o tomadas una a una ofrecen plena certeza al Despacho de la ocurrencia de los hechos.  

Y es así, porque se deduce de todo el conjunto probatorio que tuvo la oportunidad de recepcionar y percibir directamente este Juzgador, que nunca afectaron la legalidad y la autenticidad de todos aquellos elementos materiales probatorios que se introdujeron y ratificaron en el Juicio Oral.- 

En el presente caso, se encuentra enfrentada como antes se dijo la tesis de la Fiscalía con la Tesis de la Defensa. La primera, soportada en la prueba pericial y en los testimonios de coautores de estos hechos, quienes ofrecieron su testimonios, al igual que los testimonios de las personas que de una u otra forma tuvieron conocimiento de estos hechos, mientras que la hipótesis  de Defensa, quien inicialmente estaba encaminada a mostrar que todo obedeció un combate, trató de demostrarlo con testimonios de refutación, y como segunda hipótesis, soportada con el testimonio que rindió el Cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, para afirmar que sus apadrinados no son los responsables de la muerte de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, planteando una duda. 

Este Despacho le da plena credibilidad a estos testimonios cuya impugnación hiciera la defensa, específicamente la primera versión dada por el Cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, porque debe recordársele a esta parte procesal, que una es la incorporación de la prueba al proceso y otra cosa es la controversia y la apreciación de la prueba una vez incorporada legítimamente y debatida en la audiencia de juicio oral y público.-

La hipótesis del supuesto combate que al unísono ha argumentado la defensa de los procesados, fue debatida en la etapa de antijuridicidad, quedando claro, que no hubo combate ni enfrentamiento bélico, los medios probatorios traídos por la Defensa, como fueron el investigador JOSE GUILLERMO SINIESTERRA MANCILLA, JOSE DIDIER HERRERA ALAPE Y GILDARDO PORTELA ZABALA, testigos de refutación, no lograron desmentir los testimonios de la Fiscalía. El defensor Dr. Valverde en sus alegatos nos habla del dicho de sus prohijados, pero se pregunta la suscrita cuales dichos? si ellos no renunciaron a su derecho a guardar silencio, el despacho desconoce sus versiones sobre los hechos, entonces como podríamos valorar una prueba inexistente? Como podría la suscrita enfrentar el dicho de los procesados con los testigos y la Teoría del caso de la Fiscalía? Obsérvese incluso que esta defensa, alega que al momento de la ocurrencia de los hechos, solo disparó Balvuena porque a los demás no les dio tiempo de disparar, entonces como pudieron hablar de combate, cuando solo uno de ellos hizo un disparo? entonces cuando Darwin Quintero rindió el informe, era consciente  de que no había habido combate. Y si solo Valbuena efectuó un disparo, porqué el occiso presentó varios impactos de bala en su humanidad?

Por lo que el Despacho, comparte a plenitud las alegaciones de  la Fiscalía, al momento de solicitar condena en contra de los procesados por los delitos que se les endilgó a cada uno de ellos.-

Ahora en cuanto a la hipótesis de la defensa, que existe duda quien fue la persona que disparo en contra de la victima EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, basándose en el testimonio de LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, quien bajo la gravedad del juramento, varió su declaración inicial, dada a los investigadores del CTI, afirmando que fue la persona que disparó a ráfagas en contra de PAYARES BRAVO, fue desvirtuada con el testimonio del perito JOEL MOYA BLANDON, quien explicó en juicio, respecto a la pregunta efectuada por el ente Fiscal, si los impactos que presentaba la victima eran producidos por ráfagas, manifestó: 

“No, aquí no hay impactos de ráfagas porque se observa cuando se  produce un disparo a ráfaga, sería una secuencia de disparos unidos unos con los  otros y sería una constante que sería  ínfero-supero (…) explico mejor, cuando se produce un disparo a ráfaga, resulta que el  fusil tiende a subir después de que se inicia su primer disparo y aquí en la imagen que vemos primero que todo no tiene esa secuencia de disparos”
.
Manifiesta LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ en declaración jurada, que le mintió a la Fiscalía, por presión del Coronel BORJA, contando en audiencia, que el fue la persona que llevó a la victima al sitio de los hechos, le disparó en la parte delantera y se dio la vuelta y disparó por detrás, después hizo disparos hacia donde està la Patrulla del Cabo QUINTERO MUEGUES, y tachando a los procesados como oportunistas, por cuanto se adueñaron del cadáver para mostrarlo ante los superiores como un resultado operacional, pero es que esta  nueva versión del Cabo Toledo Sánchez, aparece mas que traída de los cabellos y no ofrece credibilidad al despacho, pues durante su versión pudimos escuchar claramente su afán de  hacer cargos y señalamientos en contra del Coronel Borja Aristizàbal evidenciándose la situación actual de enemistad entre ellos, su claro interés en declarar cosas que hagan aun mas gravosa la situación de Borja Aristizabal y pretender de esta manera desacreditar su dicho, tratando de justificar su cambio de versión porque en la primera rendida ante la Fiscalía hubo presiones por parte de éste.- 

Pero es que la lógica y el sentido común indican que de haber ocurrido los hechos tal y como él lo narra, también hubiese tenido que existir un acuerdo previo de voluntades con los militares, pues obsérvese que según estos, ellos lanzaron la proclama de alto somos el ejército nacional (evidencia de la Fiscalía No. 16 y 17), a lo que le respondieron con disparos y ellos en defensa de su vida también dispararon.  Con la nueva versión de LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, los procesados reaccionaron a los disparos del Cabo Toledo? 
Obsérvese que el cabo TOLEDO SANCHEZ, no hace mención a la proclama de los miembros del ejército. Si efectivamente, LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, fue la persona que disparó a PAYARES BRAVO y después contra la patrulla, y según la información de los militares (Informe de Patrullaje de fecha 3 de enero de 2008, evidencia de la Fiscalía rotulada con el No. 17), ellos reaccionaron y dispararon, ¿Porque el cabo Toledo no resultó herido si ellos reaccionaron en forma inmediata cuando ellos mismos informan que respondieron con disparos, al observar unos sujetos que a su vez les dispararon? ¿Si la reacción fue inmediata por parte de los militares al escuchar los disparos, como fue posible que el cabo Toledo tuviese tiempo de correr en busca de su motocicleta  a esas horas de la noche y los militares no escucharan nada?
Este despacho considera digna de crédito la primera versión rendida por el Cabo Toledo ante la Fiscalía, de la cual nos da cuenta la sentencia condenatoria proferida por este despacho en su contra, la cual fue introducida a juicio, evidencia de la Fiscalía No. 45 obrantes a folios 33 a 41  y en la cual se considera su versión digna de crédito, a través de la cual acepta su responsabilidad en los hechos como coautor de los mismos y señala  enfáticamente al Cabo DARWIN QUINTERO MUEGUES, como el comandante de la compañía a quien entregó al joven Payares Bravo, pues éste era conocedor de los hechos a realizar y coautor de los mismos y quien se encargaría de la ejecución, y se profiere sentencia condenatoria en su contra, amén de haber sido interrogado al respecto por la Fiscalía en el interrogatorio del juicio oral y olímpicamente manifestó que mintió  a la Fiscalía en su primera versión, que lo que dijo inicialmente era por presión del Coronel LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL. 

Retractarse de una versión no implica así como así que se genere duda, pues precisamente la lógica, la sana critica el análisis detallado de las versiones, es lo que permite establecer la verosimilitud de las versiones.-

En cuanto a lo alegado por la Defensa que con fundamento en el principio de inmediatez la única versión que existe es la que rindió el Cabo Toledo en la audiencia de juicio oral y en la cual aseveró que el único responsable en la muerte del joven Payares Bravo era él y no los hoy procesados, hemos de recordar brevemente el precedente judicial al respecto: 

“Es cierto que el citado artículo 347 señala que la información contenida en las exposiciones o declaraciones “no puede tomarse como una prueba”, pero esa prohibición parte del presupuesto de que sobre ellas las partes no hayan ejercido el derecho de contra interrogar, facultad que al tenor del artículo 393 tiene por finalidad “refutar, en todo o en parte, lo que el testigo ha contestado”, como clara expresión del derecho de contradicción.   

Por lo tanto, en el caso de que en el juicio oral un testigo modifique o se retracte de anteriores manifestaciones, la parte interesada podrá impugnar su credibilidad, leyendo o haciéndole leer en voz alta el contenido de su inicial declaración. Si el testigo acepta haber rendido esa declaración, se le invitará a que explique la diferencia o contradicción que se observa con lo dicho en el juicio oral. Véase cómo el contenido de las declaraciones previas se aportan al debate a través de las preguntas formuladas al testigo y sobre ese interrogatorio subsiguiente a la lectura realizada las partes podrán contra interrogar, refutando en todo o en parte lo que el testigo dijo entonces y explica ahora, actos con los cuales se satisfacen los principios de inmediación, publicidad y contradicción de la prueba en su integridad.

Si se cumplen tales exigencias, el juez puede valorar con inmediación la rectificación o contradicción producida, teniendo en cuenta los propios datos y razones aducidas por el testigo en el juicio oral. 


Se supera de esta forma la interpretación exegética que se pretende dar al artículo 347 del Código de Procedimiento Penal, pues lo realmente importante es que las informaciones recogidas en la etapa de investigación, ya por la Fiscalía o ya por la defensa, accedan al debate procesal público ante el juez de conocimiento, cumpliendo así la triple exigencia constitucional de publicidad, inmediación y contradicción de acuerdo con el artículo 250, numeral 4º de la Carta Política. 

No se trata, se reitera, de que la declaración previa entre al juicio como prueba autónoma, sino que el juez pueda valorar en sana crítica todos los elementos que al final de un adecuado interrogatorio y contra interrogatorio ejercido por las partes, entran a conformar el testimonio recibido en su presencia. Lo declarado en el juicio oral, con inmediación de las manifestaciones contradictorias anteriores que se incorporan a éste, junto con las explicaciones aducidas al respecto, permitirán al juzgador contrastar la mayor veracidad de unas y otras, en una apreciación conjunta con los restantes elementos de juicio incorporados al debate público (…)

Además, si bien es cierto que el interrogatorio no es prueba por sí misma, porque fue practicada fuera del juicio, sin embargo cuando son recogidas y aseguradas por cualquier medio pueden servir en el juicio para dos fines específicos: a) para refrescar la memoria del testigo (artículo 392-d) y b) para impugnar la credibilidad del mismo ante la evidencia de contradicciones contenidas en el testimonio (artículos 347, 393-b y 403) (…)
.


En el caso de estudio, el interrogatorio al indiciado realizado a LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, quien ya fue condenado por preacuerdo,  por estos hechos como coautor,  fue utilizada por la Fiscalía para refrescar memoria, luego de reconocido en juicio que efectivamente rindió dicha versión, y sobre este testimonio, la defensa, ejerció el derecho de contradicción. La Fiscalía efectúo la  lectura en voz alta de las expresiones dadas en forma inicial.


Observando esta Instancia, que las respuestas dada por TOLEDO SANCHEZ, no concordaban con las informaciones dadas por los militares a sus superiores, al igual con las experticias realizadas en el desarrollo del juicio oral, incluso con las declaraciones de los peritos de refutación traídos por la defensa en conjunto, afirmando este testigo que su primera versión obedeció a las presiones del Coronel Borja, que en su segunda versión dice la verdad. 


Los señores Defensores, trata de insinuar la existencia de la duda, y por ello  no era dable edificar un conocimiento más allá de toda duda, pero hasta allí llegó su predicado pues en los desarrollos siguientes no hicieron ningún esfuerzo encaminado a demostrar la existencia del in dubio pro reo. Solo fueron meras apreciaciones sin soporte probatorio, la versión del señor LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, rendida en el desarrollo del juicio, para esta agencia judicial no es creíble por las razones ya anotadas. 
Igualmente, al demostrarse que la muerte de EDUIN JOSE PAYARES BRAVO, fue una muerte ilegitima, que en la realidad no hubo combate, se demuestra que en los documentos suscritos por el Cabo Segundo DARWIN QUINTERO MUEGUES, en donde informaba a sus superiores de la muerte de esta persona como muerte en combate, los cuales hacen parte de la evidencia de la Fiscalía No. 16 y 17 se consignaron falsedades, es decir declararon hechos falsos, con el objeto de aparecer unos hechos que no sucedieron.
Documentos que fueron introducidos válidamente al juicio oral, sin que la defensa hiciera oposición alguna al respecto.- 

En este orden de ideas, considera este Despacho Judicial, que con la valoración probatoria efectuada en esta Sentencia, ha quedado demostrado, más allá de toda duda, no sólo la materialidad de la conducta punible de Homicidio Agravado, y Falsedad Ideológica en Documento Público, sino la responsabilidad penal frente a él, en cabeza de los señores JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA respecto al primer delito y DARWIN QUINTERO MUEGUES, respecto a los dos delitos. 

Máxime cuando no obran medios probatorios en la carpeta que demuestren la imposibilidad de los procesados de desconocer la ilicitud del hecho que realizaron y  de determinarse de acuerdo con dicho conocimiento, por el contrario, de las pruebas aportadas se infieren sus plenas capacidades. Basta lo anterior para concluir que los señores JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA y DARWIN QUINTERO MUEGUES, estaban en capacidad de comportarse de acuerdo a lo exigido por el ordenamiento jurídico penal y por lo tanto sus conductas deben ser reprochadas.-

El despacho encuentra que la teoría de la Fiscalía se demostró a la saciedad, por cuanto se encuentra demostrado más allá de toda duda razonable, la ocurrencia de los delitos y la responsabilidad penal de todos los acusados, las cuales se fundan en las pruebas debatidas en juicio. No pudiéndose demostrar la tesis de la defensa, tal como se anotó en párrafos anteriores.  

Concluyendo,  se  tiene  entonces  de todo  lo  dicho,  que  el  comportamiento  desplegado  por los señores JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA y DARWIN QUINTERO MUEGUES es   típico   pues,  se   aviene   perfectamente  a la  descripción  del  supuesto  de  hecho  HOMICIDIO AGRAVADO,  y además para QUINTERO MUEGUES en FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, que  hace el legislador  dentro del   estatuto represor, así mismo lo es  antijurídico,  pues  sin  justa causa  lesionaron  varios bienes jurídicos, como fue la  vida de EDWIN JOSE PAYARES BRAVO y el señor DARWIN QUINTERO MUEGUES lesionó esa confianza colectiva en la veracidad, autenticidad e integridad de los signos de valor, efectos oficiales y documentos utilizados en el tráfico económico y jurídico, al igual que culpables, pues observamos que de antemano conocían su carácter ilícito, y pese a ello optaron por su consecución,  de donde se  deriva y hace evidente, la existencia de un hecho punible del que habla el Artículo 9 del Código Penal.-

DOSIMETRIA PENAL

Como resultado de las conclusiones a las cuales arribó el Despacho en capítulos precedentes de esta decisión, se le ha declarado responsable penalmente a  JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA del delito de HOMICIDIO AGRAVADO  y DARWIN QUINTERO MUEGUES por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso con FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, acatando el principio de congruencia:

1. Homicidio Agravado, consagrado en los Arts. 103 y 104 Num 2 y 7 del C.P., modificado por el Art. 14 de la Ley 890 de 2004,  cuya penalidad es de cuatrocientos (400) meses la mínima (33 años y 4 meses) y la pena máxima en setecientos veinte (720) meses es decir  sesenta (60) años de prisión.

2. Falsedad Ideológica en Documento Público: consagrado en el Articulo 286 del Código de las penas, modificado por el Art. 14 de La Ley 890 de 2004, cuya penalidad oscila de el cual establece una pena de sesenta y cuatro (64) meses a ciento cuarenta y cuatro (144) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) meses a doscientos dieciséis (216) meses.

Como quiera que el señor DARWIN QUINTERO MUEGUES, será condenado por dos conductas punibles, se procederá a graduar la pena de prisión, de conformidad a lo establecido en los Arts. 54, 55, 58, 59, 60 y 61 del C.P. a través del sistema de cuartos, previa e independientemente para cada uno de los delitos por los cuales se proferirá condena  y luego establecida la conducta por la cual se impone la pena mas grave, se aumentará hasta en otro tanto según los lineamientos del artículo 31 ibídem, y,  siguiendo las reglas de la tasación para el caso de concurso de conductas punibles.- 


Vemos que para el delito de HOMICIDIO AGRAVADO, la punibilidad oscila entre cuatrocientos (400) a setecientos veinte (720) meses, partiendo de los extremos punitivos mínimo y máximo procedemos a establecer los cuartos de movilidad así: 
El primer cuarto mínimo de 400 a 480 meses; el segundo cuarto de 480,1 a 560 meses; el tercer cuarto de 560,1 a 640 meses y el cuarto máximo de 640,1 a 720 meses.- 

Como se observa que no concurre ninguna circunstancia específica o genérica de menor o mayor punibilidad, además la carencia de antecedentes penales necesita de una prueba positiva, ya que el hecho que no haya constancia en autos, no presupone su inexistencia, no existiendo en los mismos prueba idónea para acreditar tal circunstancia,  la pena a imponer deberá oscilar en el cuarto mínimo, eso es de cuatrocientos (400) meses a cuatrocientos ochenta (480) meses, por no concurrir circunstancias de agravación punitiva.-

Partiendo de dicho ámbito de punibilidad y de cara a los criterios para la determinación final de la pena de prisión, referidos a la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales de agravación o atenuación, la intensidad del dolo, necesidad de la pena y función que ella ha de cumplir en el caso concreto, se fija la pena en cuatrocientos (400) meses de prisión, en orden a la realización de sus fines, en especial el relacionado con la prevención general.-
Ahora bien, en cuanto al delito de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO, tenemos que la pena es de sesenta y cuatro (64) meses a ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión e Inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) meses a doscientos dieciséis (216) meses.

Los cuartos de movilidad son: el primer cuarto mínimo de 64 a 84 meses; el segundo cuarto de 84,1 a 104, el tercer cuarto de 104,1 a 124 y el cuarto máximo de 124,1 a 144 meses de prisión.-

Igualmente,  con los mismos argumentos esbozados en párrafos anteriores, como es que no concurren circunstancias de atenuación o agravación punitiva, no tenemos ninguna prueba de que el procesado con anterioridad a los hechos poseía mal comportamiento social, laboral o familiar, igualmente no tenemos constancia que antes de la ocurrencia de los hechos se dedicaba a actividades ilícitas, procederemos a movernos en el cuarto mínimo, imponiéndole la pena mínima como es sesenta y cuatro (64) meses de prisión e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de ochenta (80) meses. 

Una vez dosificada previa e independientemente las conductas por las cuales ha sido acusado el procesado QUINTERO MUEGUES, tenemos que la pena más grave es la consagrada para el delito de  HOMICIDIO AGRAVADO, esto es de cuatrocientos (400) meses, esto es treinta y tres punto treinta y tres (33.33) años de prisión. A su turno, como en el presente caso la pena se encuentra afectada en virtud del concurso heterogéneo sucesivo con la conducta punible de  Falsedad Ideológica en Documento Público, se impone incrementar la pena básica atrás referida  en sesenta (60) meses más, para evitar la suma aritmética de las dos penas, para un total de pena a imponer por los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO, en concurso heterogéneo  simultaneo con el de FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO de CUATROCIENTOS SESENTA (460) MESES, esto es TREINTA Y OCHO (38) AÑOS Y CUATRO (4) MESES DE PRISION E INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el término de OCHENTA (80) MESES, para este procesado.

En cuanto a los procesados JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONG ORTIZ DAZA, como quiera que serán condenados por un solo delito como es el de HOMICIDO AGRAVADO,  la punibilidad oscila entre cuatrocientos (400) meses a setecientos veinte (720) meses, partiendo de los extremos punitivos mínimo y máximo establecidos para el delito de Homicidio Agravado, corresponde en primer término establecer los cuartos de movilidad en los cuales habrá de fijarse la pena de prisión por este delito.-

Los cuartos de movilidad se conforman así: Primer cuarto mínimo de 400 a 480 meses; el segundo cuarto mínimo de 480,1 a 560 meses; el tercer cuarto de 560,1 a 640 meses y el cuarto máximo de 640,1 a 720 meses.- 

Como se observa que no concurre ninguna circunstancia específica o genérica de menor o mayor punibilidad, además la carencia de antecedentes penales necesita de una prueba positiva, ya que el hecho que no haya constancia en autos, no presupone su inexistencia, no existiendo en los mismos prueba idónea para acreditar tal circunstancia,  la pena a imponer deberá oscilar en el cuarto mínimo, esto es de cuatrocientos (400) meses a cuatrocientos ochenta (480) meses, por no concurrir circunstancias de agravación punitiva.-

Partiendo de dicho ámbito de punibilidad y de cara a los criterios para la determinación final de la pena de prisión, referidos a la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales de agravación o atenuación, la intensidad del dolo, necesidad de la pena y función que ella ha de cumplir en el caso concreto, se fija la pena en cuatrocientos (400) meses de prisión, para cada uno de los procesados JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA en orden a la realización de sus fines, en especial el relacionado con la prevención general.-

De la misma manera, quedan los hoy condenados DARWIN QUINTERO MUEGUES, JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO Y JOSE WILLINTONG ORTIZ DAZA, sometidos a la pena privativa de otros derechos, como es la Inhabilitación para el Ejercicio de Derechos y funciones Públicas, por un período  de ciento veinte (120) meses par cada uno de ellos.-  

Ahora bien, las penas impuesta, a más de cumplir las funciones que establece el Código Penal, de retribución justa, prevención especial, de reinserción y protección, demuestra la existencia del Estado frente a los conciudadanos y el sistema por éstos elegido.-
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA

El factor objetivo exigido en el artículo 63 del C. Penal, no se cumple en este proceso, dado que el monto de la pena a imponer supera con creces los tres (3) años de prisión, circunstancia que torna innecesario entrar en el análisis del factor subjetivo, no obstante esta instancia no puede dejar pasar por alto el hecho de que la conducta inspiradora de este pronunciamiento, tal y como ha quedado plasmado a lo largo y ancho de las consideraciones antecedentes, constituye una grave infracción al Derecho Internacional Humanitario y a los Derechos Humanos, por ofender la conciencia ética de la humanidad, esta clase de delitos son de alto impacto social pues quebrantan y resquebrajan de forma significativa valores de relevancia individual y colectiva y desestabilizan el orden constitucional vigente, razones éstas que suficientemente constituirían una justificación para negar el beneficio por el aspecto subjetivo, en caso de que eventualmente se satisfaciera el requisito objetivo, pero tal y como antes se dijo, el monto punitivo hace evidente que la conducta por la que hoy se condena a DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA, atendiendo su modalidad, gravedad y ostensible agravio al orden jurídico, tampoco haría viable bajo ninguna circunstancia, dicha concesión.-

Como consecuencia de lo anterior, los procesados  DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA, deberán continuar privados de su libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario que le designe el INPEC de conformidad con lo preceptuado por el art. 27 de la Ley 65 de 1.993 (Código Penitenciario y Carcelario), atendiendo que actualmente se encuentran detenidos preventivamente en el Centro de Reclusión Militar Brigada No. 11 de la ciudad de Montería, se oficiará en forma inmediata al Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, para que le designe el establecimiento carcelario donde deberán purgar su pena, a quien se les hará saber la condición de ex militar de los condenados y el  lugar de asentamiento de sus familias,  sitio de reclusión al cual deberán trasladarse en forma inmediata.- En igual sentido se oficiará al Director del Centro de Reclusión Militar – Brigada No. 11 para que  los mantengan en ese sitio con todas las medidas de seguridad que el caso amerite en aras de garantizar el cumplimiento de la pena, hasta tanto sean trasladados al sitio de reclusión correspondiente en garantía de sus derechos fundamentales.-

OTRAS DETERMINACIONES 

Una vez ejecutoriado el presente proveído, comuníquese la sanción aquí impuesta a las autoridades consagrada en el Art. 166 de la Ley 906 de 2004; así mismo se enviará la presente actuación al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad correspondiente, para efectos del cumplimiento de las sanciones penales aquí impuestas.- 

En cuanto a la compulsa de copias solicitada por el señor Agente del Ministerio Público durante su intervención al finalizar el juicio oral, por ser ello procedente, se ordena compulsar las mismas a la Fiscalía General de la Nación, ante la eventualidad de encontrarse el Cabo LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ,  incurso en la presunta comisión del delito de FALSO TESTIMONIO, al manifestar públicamente en el juicio oral que había mentido al ente Fiscal cuando rindió su primera versión y a través de la cual le hizo cargos a los aquí procesados DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO  y   JOSE WILLINTONG ORTIZ DAZA.-

Contra esta decisión procede el recurso de apelación, que debe ser interpuesto oralmente y dentro de esta misma diligencia, de conformidad a lo señalado en el Art. 177 y 179 de la Ley 906/04, modificado por la Ley 1395 de 2010.

Una vez en firme esta decisión se iniciará el término consagrado en la Ley 1395 del 12 de julio de 2010, para efectos del incidente de reparación integral.

Por todo lo expuesto este JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE MAGANGUE – BOLIVAR CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

R E S U E L V E:

PRIMERO: Declarar que en el presente trámite, no hubo violación de garantías fundamentales.

SEGUNDO: CONDENAR como en efecto se hace al señor DARWIN QUINTERO MUEGUES, cuyas anotaciones personales y civiles se encuentran consignadas en el proceso a la pena principal de CUATROCIENTOS SESENTA (460) MESES DE PRISIÓN, E INHABILIDAD PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLCIAS, por un término de OCHENTA (80) MESES como COAUTOR responsable a título de DOLO del delito de HOMICIDO AGRAVADO, consagrado en el Código Penal, Libro Segundo. Título I, capítulo segundo, art. 103, modificado por la ley 890/04 en su artículo 14, en circunstancias de agravación punitiva consagrada en los numerales 4 y 7 del art. 104, en concurso heterogéneo sucesivo con FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO, señalado en el art. 286 Título IX, Capitulo III, Título IX de la misma obra  penal,  consumados y agotados en las condiciones y circunstancias anotadas en la parte motiva de esta sentencia, siendo víctima el señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO. 
SEGUNDO: CONDENAR  a los señores JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONGG ORTIZ DAZA, cuyas anotaciones personales y civiles se encuentran consignadas en el proceso a la pena principal de CUATROCIENTOS (400) MESES DE PRISIÓN, como COAUTORES responsables a título de DOLO del delito de HOMICIDO AGRAVADO, consagrado en el Código Penal, Libro Segundo. Título I, capítulo segundo, art. 103, modificado por la ley 890/04 en su artículo 14, en circunstancias de agravación punitiva consagrada en los numerales 4 y 7 del art. 104, ocurridos en las circunstancias de tiempo, modo y lugar que predica esta sentencia, siendo víctima el señor EDUIN JOSE PAYARES BRAVO. 
TERCERO: CONDENAR a los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES, JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO y JOSE WILLINTONG ORTIZ DAZA, a la pena accesoria de INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por un período de CIENTO VEINTE (120) meses, para cada uno de ellos.- Para el cumplimiento de esta pena se oficiara a las autoridades respectivas.-

CUARTO:  NO CONCEDER  a los señores JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, IVAN PEREZ ROMERO, JOSE WILLINTONG ORTIZ DAZA y DARWIN QUINTERO MUEGUES, el Subrogado de la Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena, por no reunir los requisitos exigidos para ello, en consecuencia deberá continuar privado de su libertad,  hasta tanto el INPEC le designe el establecimiento penitenciario y carcelario donde deberán purgar su pena.- Ofíciese en tal sentido  al Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. 
QUINTO: ABSOLVER a los señores DARWIN QUINTERO MUEGUES Y JHON JAIRO BALVUENA GUZMAN, del delito de PECULADO POR USO, atendiendo las motivaciones de esta Sentencia. 
SEXTO: Compulsar copias contra el señor LUIS ALEANDRO TOLEDO SANCHEZ, de conformidad con las razones expuestas en la parte considerativa.-

SEPTIMO: Ejecutoriado este fallo, por Secretaría  comunicarlo a las autoridades de que trata el artículo 166 del Código de Procedimiento Penal y proceder a su envío a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad correspondiente, para lo de su competencia. 

OCTAVO: Contra esta decisión procede el recurso de apelación,  ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, el cual debe ser interpuesto oralmente y dentro de esta misma diligencia.-
La presente decisión queda notificada a las partes en estrados.-

NOTIFÍQUESE   Y   CÚMPLASE

BEATRIZ CABALLERO DONADO

DIANA QUIÑONES BOLAÑOS

JUEZ
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